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Presentación

El Panel de Personas Expertas Independientes de Guatemala (PEI–GT) es una iniciativa 
constituida desde la sociedad civil internacional para la observación independiente de los 
procesos de selección de la persona que ocupará la titularidad del Ministerio Público y la 
designación de magistrados y magistradas de la Corte de Constitucionalidad. 

El PEI-GT está integrado por tres profesionales internacionales de reconocida trayectoria 
en el ámbito de los derechos humanos, la independencia judicial y el Estado de Derecho: 
Ana Lorena Delgadillo Pérez (México), José Ugaz (Perú) y Jaime Arellano (Chile).1  Los 
objetivos del PEI-GT son: 

•	 Observar, visibilizar y manifestarse sobre el proceso de selección de la persona que 
ocupará el cargo de Fiscal General y la designación de la Corte de Constitucionalidad 
como sucesos fundamentales para el fortalecimiento de la democracia y el Estado de 
Derecho en el país, procesos que son de alto interés público.

•	 Generar información que facilite la participación ciudadana y la comprensión de la tras-
cendencia en la garantía del derecho de todas las personas a acceder a una justicia 
efectiva, independiente, imparcial y accesible para todas las personas.

•	 Emitir recomendaciones que contribuyan a una evaluación objetiva basada en mérito y las 
capacidades de las personas candidatas por parte de los órganos nacionales competentes.

•	 Contribuir a que se respeten los estándares internacionales relevantes para este tipo 
de procesos, y con ello, contribuir a que el Estado guatemalteco respete sus compromi-
sos internacionales en materia de derechos humanos.

A fin de cumplir con los objetivos indicados, en las tres visitas realizadas al país y durante 
todo el período de observación, el PEI-GT llevó a cabo una evaluación meticulosa de am-
bos procesos, basada en los estándares internacionales y a partir de la información pú-
blica proporcionada por los órganos nacionales competentes; información entregada por 
medios de comunicación, entidades internacionales con presencia en el país y por organi-
zaciones de la sociedad civil, víctimas, Pueblos Indígenas, el Colegio de Abogados y Nota-
rios de Guatemala, empresarios,  estudiantes universitarios, representantes de entidades 
religiosas, organizaciones no gubernamentales, otras misiones internacionales como la 
Misión Especial para el Fortalecimiento de las Instituciones Democráticas en Guatemala 
de la OEA, la Misión de Acompañamiento a los procesos de renovación de Autoridades Ju-
diciales y Electorales de la Unión Europea, representaciones diplomáticas y otros actores 
relevantes para la vida democrática en Guatemala, entre ellos, altas autoridades como el 
presidente del Congreso y el Presidente de la República.

1	  Para información más detallada sobre la carrera de los integrantes del PEI-GT, puede visitarse su sitio web oficial 

https://panelaltascortesgt.org/integrantes/
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Antecedentes

I.	 Marco regulatorio básico

A. Corte de Constitucionalidad

La Corte de Constitucionalidad es un tribunal permanente de jurisdicción privativa,2 que 
tiene como tarea fundamental la defensa del orden constitucional guatemalteco. No per-
tenece al Poder Judicial ni depende de ningún poder del Estado.3  Está integrada por 5 
magistrados/as titulares y 5 magistrados/as suplentes, todos/as designados/as para un 
periodo común de cinco años. Para optar a ese cargo es necesario reunir los requisitos 
siguientes4: guatemalteco/a de origen; abogado/a colegiado/a activo/a; de reconocida 
honorabilidad; tener por lo menos quince años de graduación profesional.5 Los/as magis-
trados/as son seleccionados/as por 5 órganos o entidades diferentes. Cada uno de ellos 
nombra a un/a magistrado/a titular y uno/a suplente:

•	 El/la Presidente/a de la República en Consejo de Ministros/as.

•	 El pleno de la Corte Suprema de Justicia.

•	 El pleno del Congreso de la República.

•	 El Consejo Superior Universitario de la Universidad de San Carlos de Guatemala.

•	 Asamblea General del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala.6

B. Fiscal General de la República y Jefe/a del Ministerio Público

El/la Fiscal General de la República es la máxima autoridad del Ministerio Público, institu-
ción auxiliar de la administración pública con funciones autónomas, destinada a promo-
ver la persecución penal y dirigir la investigación de los delitos de acción pública. Debe 

2	 Jurisdicción privativa, en el contexto de la Corte de Constitucionalidad, significa que es dicha corte la máxima autoridad 
jerárquica en temas constitucionales.

3	 Artículo 268 de la Constitución Política de la República de Guatemala.

4	 Artículos 270 de la Constitución Política de la República de Guatemala y 151 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de 
Constitucionalidad.

5	 En el artículo 152 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad también se indica que, de preferencia, se 
deben elegir a personas con experiencia en la función pública, la magistratura, en el ejercicio profesional y en la docencia, 
según el órgano que esté nombrando.

6	 Para más detalles acerca de cómo se desarrollaron los procedimientos de designación a los que hace referencia el presente 
informe, se recomienda la lectura de la sección denominada Cronología de los procesos de selección de cargos, dentro del 
Anexo.
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perseguir la realización de la justicia, actuando con objetividad, imparcialidad y con apego 
al principio de legalidad7. Para optar al cargo es necesario reunir los requisitos siguientes8: 
guatemalteco/a de origen; estar en el ejercicio de los derechos ciudadanos; abogado/a 
colegiado/a activo/a; de reconocida honorabilidad; y ser mayor de 40 años de edad. En 
adición, debe cumplirse con una de las dos siguientes condiciones: haber sido magistrado 
(a) de la Corte de Apelaciones o de tribunales colegiados de la misma calidad, durante al 
menos un periodo completo; o bien, haber ejercido la profesión de abogado (a) por más 
de 10 años.9 El/la Fiscal General de la República es nombrado/a para un período de 4 años 
por el Presidente de la República, de una nómina de seis candidatos/as conformada por 
una comisión de postulación.10

II.	 Contexto institucional durante el último período

A. 	 La trayectoria inconsistente de la Corte de Constitucionalidad ante la 
defensa de los derechos humanos de las y los guatemaltecos, los embates 
contra la democracia y la institucionalidad del país

Como su propia jurisprudencia lo establece,11 la Corte de Constitucionalidad es la intér-
prete última y final del texto de la Constitución Política de la República de Guatemala. Es 
el órgano sobre el cual recae la decisión final del sistema jurídico de Guatemala, y por la 
forma tan amplia en la que están normados los casos de procedencia de la acción cons-
titucional de amparo,12 en muchas ocasiones termina siendo también el árbitro final de 
disputas sobre asuntos de la esfera política del país.

En la coyuntura de gran tensión e incertidumbre que caracterizó las elecciones generales 
de 2023 —convocadas en enero y concluidas oficialmente en octubre de ese año—13, la 
octava magistratura de la Corte de Constitucionalidad, que fue relevada el 14 de abril de 
2026, tuvo un desempeño inconsistente con su función cautelar del Estado de Derecho. 

7	 Artículo 251 de la Constitución Política de la República de Guatemala —tal cual quedó su contenido con la reforma que entró 
en vigencia en 1994—; y artículos 1 y 10 de la Ley Orgánica del Ministerio Público (Decreto 40-94 del Congreso de la Repúbli-
ca). Como jefe/a del Ministerio Público, el/la Fiscal General de la República es responsable de determinar su política general 
y los criterios para el ejercicio de la persecución penal, así como de efectuar nombramientos y conceder licencias respecto 
de fiscales, agentes y auxiliares fiscales de esa institución, entre otras atribuciones.

8	 Artículo 251 de la Constitución Política de la República de Guatemala.

9	 Ha suscitado polémica si el ejercicio de la judicatura en tribunales de primera instancia debe computarse o no como tiempo 
de ejercicio de la profesión de abogado/a. Incluso ha llegado a ser discutido el tema en la justicia constitucional, pero la Corte 
de Constitucionalidad no ha sostenido un criterio consistente al respecto.     

10	 Comisión de postulación que se integra con el/la Presidente de la Corte Suprema de Justicia; los Decanos de las Facultades 
de Derecho o de Ciencias Jurídicas y Sociales de las universidades del país; la persona que preside la Junta Directiva del 
Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala; y el o la Presidente del Tribunal de Honor de ese mismo Colegio.

11	 Ver, por ejemplo, sentencia de fecha 24 de junio de 2015, dentro del expediente 5851-2014.

12	 En el artículo 8 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad está preceptuado que “… No hay ámbito 
que no sea susceptible de amparo y procederá siempre que los actos, resoluciones, disposiciones o leyes de autoridad lleven 
implícitos una amenaza, restricción o violación a los derechos que la Constitución y las leyes garantizan.”

13	 Memoria Electoral 2023. Memoria de Elecciones Generales y de Diputados al Parlamento Centroamericano 2023 (Tribunal 
Supremo Electoral).

https://tse.org.gt/images/memoriaselec/me/2023_Memoria_Elecciones.pdf
https://tse.org.gt/images/memoriaselec/me/2023_Memoria_Elecciones.pdf
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Actuaciones de la Corte de Constitucionalidad provocaron sospechas de que tomó sus de-
cisiones atendiendo más a factores políticos coyunturales que a normas constitucionales 
y estándares internacionales aplicables.

Por ejemplo, en el inicio del proceso electoral avaló decisiones mediante las cuales las 
autoridades electorales, basadas en fundamentos jurídicos discutibles, denegaron la ins-
cripción de algunas candidaturas presidenciales, que según las encuestas contaban con 
considerable respaldo popular y no estaban alineadas con el régimen del entonces pre-
sidente Alejandro Giammattei. Esta restricción de derechos políticos inclusive dio lugar a 
denuncias de violación a los derechos humanos ante el sistema interamericano de dere-
chos humanos14. 

Por otro lado, posteriormente, en las vísperas de la transición presidencial, la mencionada 
Corte accedió a otorgar amparo provisional15 dentro del trámite de una acción constitucio-
nal presentada contra la amenaza de que, como consecuencia de las acciones y actitudes 
pasivas del entonces Presidente de la República y del Congreso de la República, se des-
obedeciera la voluntad popular expresada en las elecciones generales de 2023.16 Esta fue 
una resolución acertada que contribuyó a asegurar el cambio de mando en la presidencia 
y que, sin duda, fue influida por la atmósfera de gran efervescencia y movilizaciones ciu-
dadanas —principalmente de los Pueblos Indígenas— a nivel nacional, que se llevaron a 
cabo para defender los resultados electorales.

Al margen de ese desempeño en la contienda electoral, otras decisiones de alta inciden-
cia tomadas por la citada Corte de Constitucionalidad fueron objeto de severas críticas. 
En el proceso de selección que culminó con la reelección de Consuelo Porras como Fiscal 
General de la República para un segundo período que ha finalizado,17 ella fue incluida in 
extremis en la nómina de 6 personas candidatas elaborada por la Comisión de Postulación, 
derivado de un amparo provisional de dudosa base legal otorgado por esa Corte. La ac-
ción constitucional dentro de la cual se produjo esa decisión había sido planteada contra 
la amenaza de que dicha Comisión integrara la nómina “con exclusión arbitraria e ilegal 
de los aspirantes que obtuvieron las mejores calificaciones”, cuando solo faltaba llenar un 
espacio en la nómina y Porras era, entre los postulantes que aún no habían obtenido los 
votos necesarios para integrarla, quien mejor calificación había obtenido.18

14	 De hecho, dos de los casos de exclusión de candidaturas motivaron denuncias que luego culminaron en acuerdos de solu-
ción amistosa con el Estado de Guatemala. Se recomienda la lectura del apartado dedicado a esta situación por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en el capítulo IV.B (Guatemala) de su Informe Anual 2023. 

15	 Decisión que puede tomarse dentro del trámite de un amparo, prevista en el artículo 27 de la Ley de Amparo, Exhibición 
Personal y de Constitucionalidad: “Amparo provisional. La suspensión provisional del acto reclamado procede tanto de oficio 
como a instancia de parte. En cualquier caso el tribunal, en la primera resolución que dicte, aunque no hubiere sido pedido, 
resolverá sobre la suspensión provisional del acto, resolución o procedimiento reclamados, cuando a su juicio las circunstan-
cias lo hagan aconsejable.”

16	 Resoluciones dictadas dentro del expediente 6175-2023. Puede accederse a la sentencia definitiva aquí.

17	 Designada por el entonces Presidente Alejandro Giammattei.

18	 Era cuestionable la procedencia, tanto de esta acción constitucional como de la protección provisional dispuesta por la Corte 
de Constitucionalidad dentro de su trámite, porque en el artículo 23 de la Ley de Comisiones de Postulación está previsto 
que la calificación obtenida por los postulantes define el orden en que se vota por ellos, pero es el voto favorable de las dos 

https://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2023/capitulos/IA2023_Cap_4B_Guatemala_SPA.PDF
http://138.94.255.164/Sentencias/854130.6175-2023.pdf
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Se le ha reprochado, asimismo, la permisividad que han denotado sus resoluciones con 
relación a los abusos del Ministerio Público. Por ejemplo, cuando, al serle consultado si los 
jueces penales estaban facultados para suspender o cancelar una organización política 
constituida según una ley de rango constitucional (Ley Electoral y de Partidos Políticos), 
con base en la Ley contra la Delincuencia Organizada, afirmó que las normas jurídicas de 
las esferas electoral y penal “no son excluyentes, sino que ambas son aplicables, depen-
diendo de los actos cuestionables cometidos (incumplimiento administrativo electoral o 
delitos)”; y que la suspensión de la personalidad jurídica de los partidos políticos es facti-
ble siempre que se conceda “bajo estrictos criterios de legalidad, utilidad y necesidad”.19 
Lo anterior, a pesar de que, según la Ley Electoral y de Partidos Políticos, la sanción de 
las organizaciones de esa naturaleza corresponde exclusivamente al Tribunal Supremo 
Electoral.20

Por su parte, algunos sectores, como los Pueblos Indígenas han sido consistentes en se-
ñalar que durante la octava magistratura de la Corte de Constitucionalidad ha habido un 
retroceso en la jurisprudencia que se había logrado impulsar para la consolidación de 
sus derechos, por ejemplo, en materia de consulta previa, libre e informada y también 
en aspectos relacionados con la tenencia de la tierra. De la misma manera, los grupos de 
víctimas del conflicto armado y organizaciones de la sociedad civil han denunciado un re-
troceso o nulo avance en casos que implican graves violaciones a los derechos humanos.

B. 	 La continuada instrumentalización del sistema de justicia penal por el 
Ministerio Público dirigido por Consuelo Porras

Consuelo Porras concluyó el 16 de mayo de 2026 su segundo período consecutivo en el 
cargo de Fiscal General de la República (2022-2026). Bajo su dirección, el Ministerio Pú-
blico forjó la reputación de ser un reducto institucional favorable a la preservación de las 
estructuras de impunidad, corrupción y clientelismo enraizadas desde hace varios años 
en el poder público guatemalteco. 

Especialmente nocivas han sido las persistentes prácticas de hostigamiento y criminali-
zación implementadas de manera arbitraria contra periodistas, operadores de justicia, 

terceras partes de quienes integran la Comisión lo que determina que un postulante integre la nómina. En definitiva, la deci-
sión fue interpretada por quienes integraban la comisión de postulación que hasta entonces se habían rehusado a votar por 
Porras como una orden de que votaran por ella; con lo cual fue incluida en la nómina final que fue trasladada al Presidente. 
Para mayores detalles de lo ocurrido y sus implicaciones, se recomienda la lectura del Boletín de ciencias socio humanistas. 
No. 3: Proceso de Elección de la Fiscalía General de La República y Jefe del Ministerio Público, publicado por el Instituto de 
Investigación en Ciencias Socio Humanistas (ICESH) de la Universidad Rafael Landívar de Guatemala. 

19	 Resolución de 5 de octubre de 2023, emitida en el expediente 5602-2023 por la Corte de Constitucionalidad, en respuesta 
a una cuestión de competencia planteada por el Tribunal Supremo Electoral. 

20	 De hecho, el artículo 82 de la Ley contra la Delincuencia Organizada (usado como base legal por un juez penal para de-
cretar la suspensión de la personalidad jurídica del partido político “Semilla”) fue reformado posteriormente por el Decreto 
34-2024 del Congreso de la República, en el sentido de remarcar que “Las disposiciones de este artículo no son aplicables 
a las personas jurídicas de derecho público sujetas a normativa específica o a leyes de rango constitucional. Tampoco son 
aplicables a las organizaciones políticas, las cuales, para efectos de suspensión y/o cancelación, están únicamente sujetas a 
la Ley Electoral y de Partidos Políticos.”

https://www.url.edu.gt/publicacionesurl/pPublicacion.aspx?pb=1007
https://www.url.edu.gt/publicacionesurl/pPublicacion.aspx?pb=1007
http://138.94.255.164/Sentencias/853322.5602-2023.pdf
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defensores de derechos humanos, pueblos indígenas y, en general, actores que han de-
fendido la justicia y han luchado contra la corrupción en Guatemala, por considerarles 
adversos a los propósitos de la referida funcionaria y a la agenda de intereses políticos 
antidemocráticos de quienes la han respaldado.

Varias de las personas que han sido víctimas de esas prácticas han sido encarceladas o se 
han visto obligadas a buscar asilo en el extranjero. Ejemplo de ello es el encarcelamien-
to, plagado de arbitrariedades, del periodista José Rubén Zamora, la abogada Virginia 
Laparra y de los líderes indígenas de los 48 Cantones de Totonicapán, Luis Pacheco y Hé-
ctor Chaclán. Zamora, imputado por la presunta comisión del delito de lavado de activos, 
estuvo en prisión preventiva cerca de 3 años y medio. Laparra, acusada de ser supuesta 
responsable de los delitos de abuso de autoridad y revelación de información reservada, 
permaneció casi 2 años en prisión preventiva y posteriormente se exilió. Pacheco y Cha-
clán, a quienes se atribuye la presunta comisión de delitos como terrorismo y sedición, 
recientemente cumplieron un año de estar privados de su libertad21. Estos casos han sido 
interpretados como una venganza política del régimen anterior, y una secuela por su par-
ticipación en la defensa de la democracia en el año 2023, respectivamente22. 

De acuerdo con el análisis de la Unidad de Protección a Defensoras y Defensores de Dere-
chos Humanos de Guatemala (UDEFEGUA), la criminalización y uso instrumental del siste-
ma de justicia durante 2025 para afectar a figuras clave, desgastar liderazgos y mantener 
procesos penales abiertos o privaciones de libertad prolongadas, han podido ser parte de 
una lógica que buscó llegar a 2026 con un escenario social menos articulado y con meno-
res capacidades de respuesta colectiva.23

En general, ha sido motivo de preocupación en los últimos años el grado de instrumenta-
lización del Ministerio Público para criminalizar a quienes defienden derechos humanos, 
los territorios, los recursos naturales y la democracia24, lo cual ha provocado diversos se-
ñalamientos, tanto a nivel nacional como a nivel internacional. 

Por ejemplo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en su reporte 
anual de 2023,25 señaló que el ejercicio abusivo del poder por parte del Ministerio Público 

21	 Se recomienda ver la carta alusiva a este tema que fue publicada conjuntamente por el Relator Especial sobre los derechos 
de los Pueblos Indígenas; la Relatora Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de ex-
presión; la Relatora Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación; la Relatora Especial sobre 
la independencia de los magistrados y abogados y el Relator Especial sobre la promoción y la protección de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo; todos del sistema de Naciones Unidas.

22	 Han sido declarados presos de conciencia por Amnistía Internacional.

23	 Para más detalles sobre esta interpretación, se recomienda leer: Informe: Situación de personas, organizaciones y comuni-
dades defensoras de derechos humanos. Guatemala, enero a diciembre de 2025.

24	 Para un panorama general de personas de diversos perfiles que han sido víctimas de criminalización impulsada por el Mi-
nisterio Público dirigido por Consuelo Porras, se recomienda leer el reportaje: Unos 170 criminalizados con Consuelo Porras 
al frente del MP (Kristhal Figueroa, Agencia Ocote, 2025).  

25	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ‘Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 2023’ 
(Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2023) OEA/Ser.L/V/II. Doc. 386 rev. 1.

https://spcommreports.ohchr.org/TMResultsBase/DownLoadPublicCommunicationFile?gId=30122
https://www.es.amnesty.org/en-que-estamos/noticias/noticia/articulo/guatemala-liberacion-inmediata-e-incondicional-de-los-presos-de-conciencia-luis-pacheco-y-hector-chaclan/
https://www.fger.org/wp-content/uploads/2026/04/Informe-2025-web.pdf
https://www.fger.org/wp-content/uploads/2026/04/Informe-2025-web.pdf
https://www.agenciaocote.com/blog/2025/06/25/unos-170-criminalizados-con-consuelo-porras-al-frente-del-mp/
https://www.agenciaocote.com/blog/2025/06/25/unos-170-criminalizados-con-consuelo-porras-al-frente-del-mp/
https://www.oas.org/es/cidh/informes/IA.asp?Year=2023
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guatemalteco agudiza el deterioro de los derechos humanos y del Estado de Derecho, lo 
cual se refleja en el incumplimiento sistemático y prolongado del deber estatal de com-
batir la impunidad. Posteriormente, como resultado de su visita in loco en 2024, la CIDH 
identificó patrones que ponen de relieve la instrumentalización del derecho penal que ha 
estado siendo impulsada por el Ministerio Público.26

Por su parte, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos, en su reporte de 2024 so-
bre la situación de los derechos humanos en Guatemala, subrayó que la criminalización 
de defensores de derechos humanos promovida por el Ministerio Público y avalada por 
ciertos jueces, perpetúa la impunidad y perjudica los espacios democráticos; lo cual, a su 
vez, impide el ejercicio pleno de los derechos y el acceso a la justicia.27 De igual manera, 
en su reporte de 2025 reiteró su grave preocupación sobre la instrumentalización del de-
recho penal por parte del Ministerio Público y el clima de temor e impunidad que esto ha 
generado28.

Más recientemente, la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre la Independencia de 
los Magistrados y Abogados visitó Guatemala del 12 al 23 de mayo de 2025. En las obser-
vaciones preliminares que formuló al concluir su visita,29 denunció que el uso instrumen-
tal del derecho penal por parte del Ministerio Público durante la actual gestión revela un 
patrón sistemático, intencional y severo de privación de derechos fundamentales, dirigido 
contra grupos específicos.

En adición cabe señalar que la Fiscal General de la República ha recibido sanciones inter-
nacionales por 44 países, entre las cuales cabe destacar:  fue incluida desde 2022 en el 
“Listado Engel” de actores corruptos y antidemocráticos por los Estados Unidos de Amé-
rica30 y también le han sido impuestas sanciones económicas por la Unión Europea, 31 
debido a los mismos señalamientos.32

26	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ‘Observaciones Preliminares Visita in loco a Guatemala 2024’ OEA/Ser.L/V/
II.doc.124/24. También la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos (OEA), con ocasión de las acciones 
promovidas por el Ministerio Público contra el proceso electoral de 2023, condenó el intento de golpe de Estado por parte 
del Ministerio Público de Guatemala, puntualizando que su intento de anular los resultados de las elecciones generales 
constituye la peor forma de rompimiento democrático (‘Secretaría General de la OEA condena intento de golpe en Guatemala’, 
comunicado de prensa, Referencia: C-084/23).

27	 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, ‘Situación de los derechos humanos en Guatemala 
2024’ (Consejo de Derechos Humanos 2025) A/HRC/58/22.

28	 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, ‘Situación de los derechos humanos en Guatemala 
2025’ (Consejo de Derechos Humanos 2026) A/HRC/61/18.

29	 Margaret Satterthwaite, ‘Observaciones Preliminares - Visita a Guatemala’ (Relatora Especial de Naciones Unidas sobre la 
independencia de los magistrados y abogados 2025).

30	 Declaración de prensa del Secretario de Estado Antony J. Blinken, de 16 de mayo de 2022.

31	 Ver comunicado de prensa del Consejo de la Unión Europea, de 2 de febrero de 2024.  

32	 Además de los pronunciamientos en sistemas internacionales de protección de derechos humanos y las sanciones econó-
micas mencionadas, cabe traer a colación otras referencias tales como la designación de Porras como Persona del Año 2023 
en Crimen Organizado y Corrupción por la organización internacional de periodismo investigativo OCCRP (Proyecto de 
denuncia de la corrupción y el crimen organizado).

https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2024/observaciones_preliminares_guatemala.pdf
https://www.oas.org/es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodigo=C-084/23
https://oacnudh.org.gt/wp-content/uploads/2025/03/Informe_2024.pdf
https://oacnudh.org.gt/wp-content/uploads/2025/03/Informe_2024.pdf
https://oacnudh.org.gt/wp-content/uploads/2026/03/InformeDDHH_2025.pdf
https://oacnudh.org.gt/wp-content/uploads/2026/03/InformeDDHH_2025.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/issues/ijudiciary/statements/12052005-eom-sr-ijl-visit-guatemala-es.pdf
https://2021-2025.state.gov/designacion-de-la-fiscal-general-maria-consuelo-porras-argueta-de-porres-por-participar-en-hechos-significativos-de-corrupcion-y-consideracion-de-otras-designaciones/
https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2024/02/02/guatemala-council-sanctions-an-additional-five-individuals-for-undermining-democracy-and-the-rule-of-law/
https://www.occrp.org/es/persona-del-ano/maria-consuelo-porras
https://www.occrp.org/es/persona-del-ano/maria-consuelo-porras
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Los pronunciamientos citados arriba ilustran la extendida apreciación que existe, no solo 
en Guatemala, sino en los sistemas regional y universal de protección de derechos huma-
nos, así como de otros países, acerca de cuán cuestionada y adversa ha sido la gestión 
de la actual Fiscal General de la República para los esfuerzos por erradicar la corrupción y 
consolidar el Estado de Derecho en el país centroamericano.

El grado de desmantelamiento que ha alcanzado el Ministerio Público durante la gestión 
de Consuelo Porras ha provocado gran impunidad y, por lo tanto, limitado de manera 
importante al acceso a la justicia, así como la vida y la seguridad de cientos de guatemal-
tecos y guatemaltecas.  Mientras el Ministerio Público estaba abocado a la persecución de 
sus pretendidos adversarios, la pasividad de esa institución con relación a acciones del cri-
men organizado ha incidido sobre el deterioro de la seguridad ciudadana. De acuerdo con 
estudios efectuados por la sociedad civil, en los delitos relacionados con la delincuencia 
organizada solo el 5 por ciento de los casos recibieron una respuesta de calidad por parte 
del Ministerio Público durante la gestión de Porras, a pesar de que la persecución del cri-
men organizado transnacional y la lucha contra la corrupción se indican como prioridades 
de su Plan Estratégico Institucional 2022–2026.33

A mediados de enero de 2026 se produjo un episodio especialmente álgido, cuando una 
serie de atentados coordinados por pandillas contra las fuerzas de seguridad policiales 
en varios puntos del territorio nacional obligó al gobierno central a decretar Estado de 
Sitio, que fue aprobado después por el Congreso de la República, según el procedimiento 
constitucional establecido para el efecto.34

Preocupa además que, siendo la violencia contra las mujeres uno de los fenómenos crimi-
nales más extendidos en Guatemala, análisis hechos por la sociedad civil concluyen que 
la tasa de eficacia del Ministerio Público en ese tipo de casos no superó el 7 por ciento 
durante la gestión de Porras.35

33	 Ver el informe publicado por el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales (INECIP) y Alianza por las 
Reformas con relación al desempeño del Ministerio Público durante la gestión de la Fiscal General Consuelo Porras (2018-
2025).  

34	 Para profundizar sobre este tema se recomienda la lectura del informe publicado al respecto por Just security.

35	 Informe publicado por el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales (INECIP) y Alianza por las Refor-
mas con relación al desempeño del Ministerio Público durante la gestión de la Fiscal General Consuelo Porras (2018-2025).  

https://inecip.org/wp-content/uploads/2025/06/Informe-Guatemala-Junio-2025.pdf
https://www.justsecurity.org/130781/guatemala-state-of-emergency-corruption/
https://inecip.org/wp-content/uploads/2025/06/Informe-Guatemala-Junio-2025.pdf
https://inecip.org/wp-content/uploads/2025/06/Informe-Guatemala-Junio-2025.pdf
https://inecip.org/wp-content/uploads/2025/06/Informe-Guatemala-Junio-2025.pdf
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Algunos hallazgos y  
retos para superar

I.	 Interpretación desmedida y aplicación sesgada de un marco 
regulatorio insuficiente 

Como hemos señalado previamente, el marco regulatorio de los procesos de selección de 
magistrados/as de la Corte de Constitucionalidad y del Fiscal General de la República es 
—en nuestra opinión—, interpretado de manera constante y arbitraria según los intereses 
del grupo dominante; esto, aunado a que algunas cuestiones debieran estar mejor regu-
ladas para evitar interpretaciones o perversiones cada vez que se lleva a cabo un proceso 
de selección. Por ejemplo, los lineamientos establecidos en la Constitución Política de 
la República de Guatemala y en la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucio-
nalidad para el primero de los procesos mencionados, y en la Constitución Política de la 
República de Guatemala, en el caso del segundo, no regulan adecuadamente los aspectos 
específicos del desarrollo de los procesos.

En el caso del proceso de selección de Fiscal General de la República, si bien la Ley de Co-
misiones de Postulación provee una serie de reglas básicas para regular la actividad de las 
Comisiones de Postulación, al no contarse con desarrollo reglamentario de alcance gene-
ral, se les deja un amplio margen para definir discrecionalmente, de acuerdo a su criterio, 
diversos elementos de cada proceso, ya sea vía reglamentación interna o simplemente a 
través de votaciones específicas realizadas en el transcurso del proceso.

La señalada insuficiencia de la normativa rectora es un factor preponderante que —a su 
vez—, ha facilitado la perversión del sistema diseñado originalmente, mediante la dis-
crecionalidad y la interpretación formalista y alejada del sentido racional de las normas 
por parte de los órganos que intervienen en la designación de los funcionarios públicos 
en referencia. La consecuencia es que la adecuada aplicación de dicha normativa depen-
de enteramente de que las comisiones de postulación y otros órganos intervinientes de-
muestren buen criterio y razonabilidad en la manera de gestionar los procesos y tomar las 
decisiones en estos. Lamentablemente, como se ha visto, esto no ocurre así. 

En el caso de la selección de Fiscal General de la República y Jefe de Ministerio Público, al 
resultarle aplicable el conjunto de requisitos de los/as magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia36 —asimilación de perfiles que, como se verá, no parece adecuada—, también 

36	 “Requisitos para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia. Para ser electo magistrado de la Corte Suprema de Justicia, 
se requiere, además de los requisitos previstos en el artículo 207 de esta Constitución, ser mayor de cuarenta años, y haber 
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suele arrastrar un viejo dilema interpretativo, que ha permitido manipular los alcances del 
artículo 216 de la Constitución Política de la República de Guatemala, para favorecer de-
terminados intereses subalternos. Esto es, si el tiempo de ejercicio de la judicatura debe 
computarse o no como tiempo de ejercicio de la profesión de abogado/a; lo cual incide 
decisivamente en la viabilidad de que quienes ejercen la función jurisdiccional en primera 
instancia puedan o no postularse. Parecería lógico suponer que sí debe contar, porque 
ser abogado colegiado es un requisito constitucional para ser juez,37 pero históricamente 
la Corte de Constitucionalidad no ha sostenido un criterio consistente al respecto: en un 
primer precedente afirmó que sí debe computarse; sin embargo, algunos años más tarde 
sostuvo que no,38 con base en una interpretación que presumiblemente estuvo motivada 
por intereses políticos coyunturales.  

Este tradicional foco de controversia interpretativa volvió a hacer su aparición en este 
proceso. Una vez más, generó una de las discusiones más acaloradas dentro de la Comi-
sión de Postulación y, posteriormente, dio lugar a una polémica decisión de la Corte de 
Constitucionalidad, en la que este tribunal, en votación dividida, se decantó por seguir el 
más reciente de sus precedentes,39 siendo evidente que esta sobre interpretación sesgada 
estaba dirigida únicamente a colocar a ciertos candidatos a la delantera y a excluir a otros 
que resultaban incómodos para los grupos de poder interesados.

II.	 La captura y politización de las Comisiones de Postulación    

Las Comisiones de Postulación en Guatemala fueron creadas históricamente como me-
canismos destinados a reducir el control político directo sobre el sistema de justicia, for-
talecer la independencia judicial y garantizar procesos de selección basados en méritos 
y legitimidad técnica. Paradójicamente, en un contexto de debilidad institucional y co-
rrupción sistémica, dichas comisiones también se han vuelto vulnerables a dinámicas de 
cooptación y captura por redes político-económicas y criminales.

Con el retorno al orden constitucional y la ratificación en consulta popular de las refor-
mas a la Constitución Política de la República de Guatemala aprobadas en 1993 por el 
Congreso de la República, en el intento por reconstruir el Estado democrático, se dispuso 

desempeñado un período completo como magistrado de la Corte de apelaciones o de los tribunales colegiados que tengan la 
misma calidad, o haber ejercido la profesión de abogado por más de diez años.”

37	 Artículo 207 de la Constitución Política de la República.

38	 En una sentencia dictada en los expedientes acumulados 4639-2014, 4645-2014, 4646-2014 y 4647-2014 afirmó que sí 
debía contar el tiempo de la judicatura como tiempo de ejercicio profesional (“… al aludir al ejercicio de la función jurisdiccio-
nal y al ejercicio de la profesión de abogado, no se refiere a dos requisitos excluyentes entre sí, sino a los distintos ámbitos 
en los que puede ejercerse la profesión…”. Sin embargo, en una resolución posterior, emitida en el expediente 833-2022, 
sostuvo lo contrario (“… o haber ejercido la profesión de abogado por más de diez años, tiempo en el que no se comprende 
el o los períodos en los que se haya ejercido el cargo de Juez, porque, conforme la norma citada, quienes pueden acceder a 
dicho cargo por razón de haber ejercido la judicatura son únicamente los que la hubieren desempeñado como magistrados 
de Salas y otros Tribunales de la misma categoría, durante el tiempo previsto en el mismo precepto…”).     

39	 Resolución de amparo provisional dictada en el expediente 1926-2026.

https://elobservadorgt.org/wp-content/uploads/2026/04/EXP._1926-2026_firmada.pdf


Informe final del PEI-GT sobre elecciones de Fiscal General y Corte de Constitucionalidad: desafíos y propuestas para reforzar la justicia en Guatemala

15

a las Comisiones de Postulación como mecanismos intermedios para la elección de altos 
funcionarios públicos en supuestos adicionales a los previstos originalmente en la Consti-
tución de 1985; entre ellos, la selección de Fiscal General de la República, cargo que, en su 
formato actual, también fue instaurado en esa reforma constitucional40. 

Esta fue una opción meritocrática y un mecanismo de contención democrática, que pre-
tendía ampliar la participación de la sociedad en los procesos de elección y reducir el 
control directo y exclusivo del Ejecutivo sobre los nombramientos. Se buscaba evitar que 
en esa designación primaran intereses de partidos políticos, incorporando actores acadé-
micos y profesionales, con miras a fortalecer la neutralidad política y la independencia de 
la administración de justicia. La motivación detrás del modelo no era mala, fue un gran 
intento por democratizar las elecciones de segundo grado y ampliar la participación ciu-
dadana, pero su implementación se fue pervirtiendo cada vez más por actores corruptos 
y antidemocráticos.

Estas Comisiones elegirían candidatos evaluando cualidades como la honorabilidad, ca-
pacidad profesional, trayectoria y méritos académicos, procurando identificar los perfiles 
más idóneos para garantizar una justicia independiente, profesional y con legitimidad 
técnica.

Lamentablemente, con el tiempo, este sistema diseñado para evitar la captura política 
de la justicia fue cooptado por intereses corrupto-político-económicos, llegando incluso 
a manipular las universidades para convertirlas en espacios de negociación de poder de 
intereses clientelistas, al extremo de crear facultades de derecho de fachada (sin profe-
sores, alumnos ni operación real), con la única finalidad de obtener un asiento en las Co-
misiones de Postulación. La creación de estas comisiones no sólo no evitó la politización 
de los nombramientos, sino que, por el contrario, pervirtió los espacios universitarios y 
politizó los procesos de nombramiento, incluyendo la penetración del crimen organizado.

En la reciente elección de Fiscal General, salvo honrosas excepciones de alguno(a)s co-
misionado(a)s, se hizo evidente la tensión generada por estos intereses subalternos, que 
se lograron imponer para descalificar a postulantes con los méritos suficientes, a fin de 
reemplazarlos por otros que claramente carecían de idoneidad personal y profesional 
para optar a dicho cargo. No fueron pocos los intentos hechos hasta el final por algunos 
comisionados para incluir en la nómina de candidatos seleccionados a la ahora ex fiscal 
general de la República, Consuelo Porras, pese a su notoria falta de solvencia ética para 
cumplir el perfil que demanda tan alta responsabilidad en el Ministerio Público.

A pesar de lo anterior, la ponderada intervención del Sr. Presidente de la República en la 
conclusión del proceso, con su designación, posibilitó un resultado que la mayoría de los 
analistas neutrales estima como positivo para el futuro del Ministerio Público en Guate-

40	 Acuerdo Legislativo 18-93 del Congreso de la República.

https://www.congreso.gob.gt/assets/uploads/info_legislativo/acuerdos/1993/gtalx181993.pdf
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mala. Este Panel considera que es importante que la ciudadanía no deje de observar la 
debida transformación del Ministerio Público. 

Al establecer las Comisiones de Postulación no se consideró, entre otros aspectos, el he-
cho de garantizar la probidad y la honorabilidad de quienes forman dichas comisiones. No 
se ha puesto suficiente atención sobre si estas están integradas en su mayoría por per-
sonajes corruptos o cuestionados, si cumplen con un perfil de honorabilidad, entre otros 
aspectos. Este Panel considera que solamente pueden garantizarse buenos resultados 
con un mayor cuidado en la conformación de las Comisiones de Postulación, además de 
un marco legal sólido, un cambio radical en las prácticas en los procesos de elección y ma-
yor involucramiento de la ciudadanía. Lo que es claro es que si no se asegura la probidad 
de quienes eligen, difícilmente el resultado de la elección será bueno. Este es un aspecto 
fundamental en el que debe prestarse atención para futuros procesos de elección.

No existe un sistema perfecto de designación de altos cargos en el mundo. Son muchas 
las condiciones que intervienen en los procesos de selección de altos cargos y las fallas 
que se dan en los sistemas de elección, tienen que ver con la debilidad democrática de 
los países y con el bajo nivel de participación ciudadana para exigir instituciones sólidas 
e independientes. En nuestra opinión, tiene que haber una profunda reflexión producto 
de un amplio debate nacional, sobre la necesidad de efectuar un cambio de sistema de 
elección de autoridades de las altas cortes y fiscalía general, y que se valore si es necesario 
sustituir o reforzar de otra manera el actual modelo de Comisiones de Postulación, total-
mente agotado y profundamente desprestigiado y pervertido, lo que afecta la legitimidad 
de sus resultados. 

En todo caso, el modelo o sistema que se genere debe atender satisfactoriamente los es-
tándares internacionales mínimos aplicables a los procesos de selección de altos cargos 
en el sector justicia, indicados en el apartado de anexos de este informe; y de ese modo 
propiciar las condiciones adecuadas para la elección de profesionales que garanticen que 
la justicia en Guatemala sea independiente, eficaz y técnicamente fundamentada. Guate-
mala tiene las capacidades técnicas y la experiencia para llevar a cabo esta gran reforma, 
lo hemos visto históricamente, ya que en algún momento fue un referente para la región 
de América Latina.

III.	Falencias notables en los instrumentos y en la estrategia 
implementados para la evaluación de los postulantes

La experiencia acumulada de procesos de selección de altos funcionarios en el sector jus-
ticia ha demostrado que la determinación de los instrumentos de trabajo, en especial de 
la tabla de gradación para evaluar los expedientes de los/as profesionales que se postulan 
a los cargos, son aspectos críticos que influyen de manera determinante —y generalmen-
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te de forma negativa— en el modo en el que se desarrollan dichos procesos y los resulta-
dos que se consiguen en ellos.

Ante la notoria ausencia de un perfil que describa las calidades personales, éticas y profe-
sionales deseables en la persona de quien ejerce el cargo de Fiscalía General,  la Comisión 
de Postulación encargada de elaborar la nómina de candidatos/as a  Fiscal General de la 
República, contó con amplia discrecionalidad para diseñar  instrumentos de calificación 
adecuados para evaluar las necesidades y requerimientos del puesto, para que las notas 
que se asignaran a cada rubro guardaran debida proporcionalidad y que, en general, 
tendieran a la ponderación objetiva y fundamentada de la capacidad e idoneidad de los/
as postulantes. Esto no ocurrió así. Los instrumentos se pervirtieron para ajustarlos a 
intereses espurios de algunos de sus integrantes, de tal manera que permitieron otorgar 
mayores calificaciones a las o los candidatos que querían impulsar. Es por ello que, reite-
ramos, gran parte del proceso recae en la honorabilidad y trayectoria de quienes integran 
las Comisiones de Postulación. 

IV.	Comisiones paralelas y déficits estructurales 

La dimensión participativa de la democracia demanda que los procesos previstos para 
decidir quiénes ocupan los más altos cargos de las instituciones del poder público estén 
genuinamente al alcance del escrutinio de la ciudadanía, tanto en cuanto al modo en que 
se toman las decisiones como respecto de las motivaciones que inspiran dichas decisio-
nes. Como bien ha señalado la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (OACNUDH), “Las democracias no consisten sólo en elecciones y 
parlamentos: también dependen de canales efectivos para garantizar una amplia partici-
pación de los ciudadanos en los debates sobre las políticas públicas y la toma de decisio-
nes.”41 

En general fueron persistentes las dificultades en los canales destinados a propiciar el ac-
ceso a la información y la auditoría social. Aunque el proceso de selección de Fiscal Gene-
ral presentó mayores niveles de transparencia formal que los dedicados a la designación 
de las magistraturas de la Corte de Constitucionalidad, de igual manera se identificaron 
importantes debilidades prácticas, entre las que destacan: 

1.	 Indefinición del perfil sustancial necesario para ejercer el cargo de Magistra-
dos(as) de la Corte de Constitucionalidad y de Fiscal General, que parta de los 
estándares internacionales y responda a la necesidad de fortalecimiento demo-
crático e impulso a los   derechos humanos en Guatemala. 

41	 Artículo 21: derecho a participar en el gobierno del país. Uno de una serie de artículos publicados por la Oficina del Alto 
Comisionado para los Derechos Humanos (OACNUDH) para conmemorar el 70 aniversario de la adopción de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos el 10 de diciembre de 1948.   

https://news.un.org/es/story/2018/11/1447431
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2.	 Publicación tardía de los expedientes de los profesionales postulantes para fa-
cilitar su revisión antes del período de tachas.

3.	 Falta de publicidad adecuada acerca del acceso abierto a los cuestionamientos 
que se hicieron llegar a la Comisión de Postulación sobre los/as candidatos/as.

4.	 Falta de resolución y fundamentación de los cuestionamientos formulados res-
ponsablemente por la ciudadanía respecto de las personas postulantes.

5.	 Inadecuada, y en el caso de la Corte de Constitucionalidad, nula, evaluación de 
la idoneidad de los candidatos, priorizando, en cambio, el cumplimiento de re-
quisitos formales y planteando preguntas con criterios de selectividad evidente, 
abordando temas generales y superficiales sobre lugares comunes relacionados 
con la problemática de la administración de justicia en Guatemala.

En adición, la puesta en práctica de lo señalado arriba por OACNUDH, significa que no solo 
debe prevalecer la transparencia en los procedimientos que se realizan para la selección 
de altos funcionarios, sino también que estos procedimientos deben constituir el verda-
dero centro de gravedad de la deliberación, ponderación y resolución de las personas o 
cuerpos colegiados responsables de la selección, y no solo una fachada formal que legiti-
me negociaciones e incentivos que se apartan del interés público. Desafortunadamente, 
la manera en la que votaban los comisionados evidenció que detrás de lo ocurrido en las 
sesiones abiertas al público subyacían contubernios entre algunos comisionados, en fun-
ción de intereses ajenos a la meritocracia e idoneidad de quienes se postularon. 

V.	Malas prácticas para lograr la renovación de las personas 
en las instituciones 

Se observó una serie de prácticas que riñen con la necesidad de oxigenar las institucio-
nes del sector justicia con la alternabilidad en la ocupación de los altos cargos. Este Panel 
considera que no se respetó el principio de renovación. Existieron iniciativas de reelección 
de autoridades que ya ocupaban un alto cargo en el sistema de justicia y eran altamente 
cuestionadas o habían sido sancionadas. La determinación de un buen perfil hubiera sido 
el filtro perfecto para evitar este tipo de candidaturas. Además, se dio una rotación de car-
gos entre actores del sistema, produciéndose postulaciones cruzadas entre el Ministerio 
Público y la Corte de Constitucionalidad.
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VI.	Debilidades en los procesos de designación de magistrados 
de la Corte de Constitucionalidad

A.	 No se estableció el perfil que requerían cumplir las y los integrantes de la 
Corte de Constitucionalidad. 

Como hemos señalado, el Panel pudo observar que uno de los aspectos más importantes 
para la designación de magistrados de la Corte de Constitucionalidad y Fiscal General, 
como lo es la determinación del perfil ideal para los cargos en disputa, estuvo ausente en 
los procesos de selección por parte de todas las instituciones intervinientes. Esto es gra-
ve. Los perfiles deben ser la brújula para guiar el criterio objetivo de todas las personas 
participantes en los procesos de elección. Un buen perfil, hubiese también determinado el 
contenido de las tablas de gradación, pero no fue así. Se obvió uno de los pasos más im-
portantes en el proceso de selección. El Panel fue muy insistente, no solo con las autorida-
des sino también con otros grupos de la sociedad, que debía establecerse como estándar 
un perfil adecuado, y desde el Panel —con el fin de orientar la elaboración del perfil— se 
dio a la tarea de establecerlo tanto para magistrada(o) de la Corte de Constitucionalidad 
como para el o la titular del Ministerio Público. Estos perfiles fueron compartidos con las 
autoridades oportunamente:

Perfil sugerido por el Panel para persona candidata a la Corte de Constitucionalidad: 

1.	 Gozar de independencia de poderes reales y fácticos.

2.	 Calidad ética que comprende la honorabilidad, rectitud, independencia e impar-
cialidad comprobadas.

3.	 Vocación de servicio y liderazgo.

4.	 Integridad e idoneidad, con una conducta intachable y una trayectoria reconoci-
da e incuestionable.

5.	 Fuerte compromiso probado con los principios democráticos, el Estado de dere-
cho y la protección de los derechos humanos.

6.	 Formación jurídica sólida y comprobada.

7.	 No tener conflicto de interés.42

42	 Se entiende por conflicto de interés toda situación en la cual intereses personales, económicos, profesionales, familiares o 
políticos puedan interferir —o razonablemente percibirse como interferentes— con el ejercicio imparcial, independiente y 
objetivo de funciones públicas. Esta declaración debe incluir, entre otros: (i) relaciones contractuales vigentes o recientes; (ii) 
sociedades comerciales o participación accionaria; (iii) representación legal o asesoría a personas individuales o jurídicas 
que puedan resultar directa o indirectamente beneficiadas por la decisión; (iv) vínculos familiares dentro de los grados 
legalmente relevantes; (v) militancia o afiliación política; y (vi) cualquier otro interés que pudiera comprometer la indepen-
dencia de criterio.
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Además de asegurar que las personas seleccionadas cumplieran con las cualidades lista-
das, se exhortó a los órganos postuladores y designantes a que tuvieran especialmente 
en consideración a profesionales que pertenezcan a grupos de la población que han sido 
históricamente marginados de los espacios de toma de decisión del poder público.

Perfiles no recomendados para persona candidata a la Corte de Constitucionalidad:

1.	 Personas que tengan una sanción internacional.  

2.	 Personas que hayan sido o sean sujetos tenga investigaciones —con evidencia 
sólida y no producto de criminalización— y sanciones penales por casos vincu-
lados a delitos como corrupción, tráfico de influencias, delincuencia organizada, 
violencia contra las mujeres y violencia sexual, entre otros.

3.	 Personas que hayan actuado en contravención con valores democráticos. 

4.	 Personas que hayan actuado en contravención a los derechos humanos. 

5.	 Personas que hayan criminalizado a defensores de derechos humanos, periodis-
tas y operadores de justicia independientes, entre otros.

6.	 Personas que hayan ocupado el mismo cargo en otra instancia de las altas cortes 
o hayan ocupado la Fiscalía General en el Ministerio Público.

7.	 Personas que tengan sanciones por el tribunal de honor del Colegio Profesional.

B. Observaciones del proceso ante el Congreso de la República

•	 El Acuerdo 4-2026 del Congreso de la República, mediante el cual ese organismo con-
vocó a participar a los profesionales interesados en postularse, no cumplió estándares 
internacionales mínimos, limitándose a aspectos puramente formales. Esto fue mani-
festado expresamente en su oportunidad al presidente de la Asamblea Legislativa, a 
quien se le hizo llegar un documento con el perfil sugerido y los estándares mínimos 
que se debían cumplir en el proceso, y se le solicitó que se elaborara una adenda para 
cumplir con los estándares internacionales. Esto no fue aceptado. En consecuencia, se 
privilegió el mero cumplimiento de los requisitos formales desplazando a la idoneidad 
personal y profesional de los candidatos y candidatas.

•	 El Congreso de la República no definió un perfil ni los criterios claros para seleccionar 
magistrados de la Corte de Constitucionalidad (calidad ética, honorabilidad, rectitud, 
independencia, imparcialidad, compromiso y trayectoria democrática, no haber sido 
sancionado ni condenado por actos de corrupción o violación a derechos humanos, 
entre otros).

•	 No se publicaron los expedientes de las personas postulantes, ni se reguló un proce-
dimiento que permitiera la participación y la auditoría social mediante la presentación 

https://www.congreso.gob.gt/assets/uploads/info_legislativo/acuerdos/07d9a-4-2026.pdf
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de objeciones fundadas (tachas) a las postulaciones, otorgando un plazo adecuado 
para interponer dichas tachas, ni se resolvió con fundamento sobre aquéllas cuando 
se presentaron. 

•	 No hubo escrutinio público. Hasta ahora no se sabe cuál fue el criterio para que las y los 
diputados emitieran su voto. 

•	 A pesar de realizar entrevistas públicas a los postulantes, estas carecieron de  regula-
ción clara que indicara parámetros de evaluación o incidencia en la selección y, de cual-
quier manera, paralelamente se desarrolló un cabildeo desregulado, opaco, a puertas 
cerradas, eliminando todo principio de acceso igualitario, trato equitativo, transparen-
cia, y responsabilidad, facilitando incluso la intervención de intereses políticos ajenos, 
a decir de varios parlamentarios que lo señalaron de modo público.

•	 Se produjo una votación de carácter político, sin una fundamentación técnica que con-
frontara a postulantes y un perfil predeterminado para el efecto.

C. Observaciones del proceso ante la Presidencia de la República

El Panel valoró positivamente la decisión política del presidente de la República de abrir 
parte del proceso de selección de Magistrados de la Corte al haber invitado a postular, 
manifestando públicamente algunos de los criterios conforme a los cuales procedería 
a seleccionar (y excluir) postulantes, entre otros. Sin embargo, el Ejecutivo no atendió el 
llamado a publicar el perfil de los cargos, anticipar el procedimiento de decisión, o garan-
tizar la participación ciudadana en el proceso en la etapa a su cargo.

D. Intervención de intereses ajenos a la justicia guatemalteca

Fue particularmente grave la intervención de un alto funcionario de la Embajada de Es-
tados Unidos en Guatemala —que incluso motivó un pronunciamiento de la Presidencia 
de la República—, para influir en el proceso de selección del magistrado cuya designación 
correspondía a la Corte Suprema, lo que incrementó la desconfianza en el sistema y los 
cuestionamientos al controvertido magistrado electo como resultado de dicha presión y 
bajo esas condiciones. 

VII.	 Debilidades en evaluación de perfiles dentro del proceso 
de selección de Fiscal General de la República 

Así como no se dio importancia durante el proceso de selección para determinar un perfil 
para quienes integrarían la Corte de Constitucionalidad, lo mismo sucedió en el caso de 
quien ocuparía la titularidad del Ministerio Público. Por ello, este Panel se dio a la tarea de 
compartir con todos los actores que intervinieron en el proceso de selección el siguiente 



Informe final del PEI-GT sobre elecciones de Fiscal General y Corte de Constitucionalidad: desafíos y propuestas para reforzar la justicia en Guatemala

22

perfil elaborado por el Panel: 

Perfil sugerido por el Panel para persona candidata al Ministerio Público

1.	 Gozar de independencia de poderes reales y fácticos.

2.	 Calidad ética que comprende la honorabilidad, rectitud, independencia e impar-
cialidad comprobadas.

3.	 Vocación de servicio y liderazgo.

4.	 Integridad e idoneidad, con una conducta intachable y una trayectoria reconoci-
da e incuestionable.

5.	 Fuerte compromiso probado con los principios democráticos, el Estado de dere-
cho y la protección de los derechos humanos.

6.	 Formación jurídica sólida y comprobada.

7.	 No tener conflicto de interés.43

8.	 Excelente conocimiento del Sistema de Justicia Penal.

9.	 Excelente conocimiento de los desafíos que enfrenta el Sistema de Justicia Penal 
en Guatemala y presentar propuestas claras sobre cómo se pueden superar estos 
desafíos.

10.	 Capacidad para interpretar y razonar jurídicamente a partir de casos concretos, 
así como proponer soluciones estratégicas frente a diferentes tipos de criminali-
dad. 

11.	 Comprensión de la organización y manejo del despacho fiscal.

12.	 Capacidad de análisis, propuesta de estrategias y liderazgo frente a los desafíos 
de la persecución penal de los fenómenos del crimen organizado, la corrupción 
y la impunidad, actuando con eficacia dentro del marco del estado de derecho 
democrático. 

13.	 Capacidades de liderazgo, planificación estratégica, administración, así como 
gestión y manejo de personal.

Además de asegurar que las personas seleccionadas cumplan con las cualidades listadas, 
se exhortó a los órganos postuladores y designantes a que tuvieran especialmente en 

43	 Se entiende por conflicto de interés toda situación en la cual intereses personales, económicos, profesionales, familiares o polí-
ticos puedan interferir —o razonablemente percibirse como interferentes— con el ejercicio imparcial, independiente y objetivo 
de funciones públicas. Esta declaración debe incluir, entre otros: (i) relaciones contractuales vigentes o recientes; (ii) sociedades 
comerciales o participación accionaria; (iii) representación legal o asesoría a personas individuales o jurídicas que puedan re-
sultar directa o indirectamente beneficiadas por la decisión; (iv) vínculos familiares dentro de los grados legalmente relevantes; 
(v) militancia o afiliación política; y (vi) cualquier otro interés que pudiera comprometer la independencia de criterio.
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consideración a profesionales que pertenecieran a grupos de la población que han sido 
históricamente marginados de los espacios de toma de decisión del poder público.

Igualmente, se les hizo llegar los criterios que deberían ser tenidos en cuenta para excluir 
a los candidatos no calificados para el cargo.

Perfiles no recomendados para Fiscal General:

1.	 Personas que tengan una sanción internacional.  

2.	 Personas que hayan sido o sean sujetos de investigaciones —con evidencia sólida 
y no producto de criminalización— y sanciones penales por casos vinculados a 
delitos como corrupción, tráfico de influencias, delincuencia organizada, violencia 
contra las mujeres y violencia sexual, entre otros.

3.	 Personas que hayan actuado en contravención a los valores democráticos. 

4.	 Personas que hayan actuado en contravención a los derechos humanos. 

5.	 Personas que hayan criminalizado a defensores de derechos humanos, periodis-
tas y operadores de justicia independientes, entre otros.

6.	 Personas que hayan ocupado un alto cargo en otra instancia de las altas cortes o 
hayan ocupado la Fiscalía General en el Ministerio Público.

7.	 Personas que tengan sanciones por el tribunal de honor del Colegio Profesional.

Se identificaron varias deficiencias, tanto en el modo de evaluar los expedientes como a 
los candidatos:

•	 La tabla de gradación privilegia factores cuantitativos —años de ejercicio, títulos, y 
publicaciones, entre otros— como los indicadores lineales de mayor capacidad o ido-
neidad para el cargo, con lo cual no se lleva a cabo una evaluación sustantiva de los 
candidatos.

•	 La estructuración de las entrevistas —y sobre todo la mayoría de las preguntas—, no 
estuvieron encaminadas a averiguar realmente sobre el perfil, la honorabilidad, los 
aportes democráticos al país en su experiencia laboral, su compromiso con la demo-
cracia y los derechos humanos, o sobre su comprensión de los desafíos que enfrenta 
el Ministerio Público.

•	 Tampoco se examinaron las propuestas para conducir la institución: los objetivos, es-
quemas de organización y metodologías que propone para superar la impunidad en 
el Ministerio Público, entre otros. No hubo una exigencia para que las y los candidatos 
presentaran una propuesta de su plan de trabajo (con estrategias y metas a corto, me-
diano y largo plazo). 
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•	 Las preguntas no eran consistentes hacia todos los postulantes, de tal manera que 
se garantizara un trato equitativo y una evaluación objetiva y comparable entre pos-
tulantes.

•	 Las preguntas no buscaron averiguar sus cualidades como persona, como líder o li-
deresa, y como administrador/a de una de las instituciones más importantes del país. 

•	 No se aprovechó el espacio de la entrevista para hacer referencia directa a cada una de 
las tachas formuladas y admitidas contra los postulantes.

•	 No se resolvió fundadamente sobre las tachas presentadas en contra de las postula-
ciones.

VIII.	 Consecuencias de las prácticas de criminalización y 
correlativo debilitamiento del Estado de derecho

La criminalización generó graves vulneraciones a los derechos humanos de la sociedad 
guatemalteca.  Como lo hemos señalado, bajo el mandato de Consuelo Porras al mando 
de la Fiscalía General se estableció una estrategia para la toma irregular de las institucio-
nes mediante el uso inadecuado del derecho penal. Se detectaba a personas, defensores 
y defensoras, líderes indígenas, periodistas y operadores/as de justicia que eran adversos 
a sus intereses —y a los intereses que ella representa— y con ello también se generaba un 
temor en la sociedad, desincentivando la movilización social. Ejemplo de ello es, como ya 
lo hemos referido, la detención prolongada (por más de un año) de las autoridades indí-
genas Luis Pacheco y Héctor Chaclán, sin un control judicial efectivo, y una prolongación 
abusiva de su prisión preventiva y abandono de deberes por parte del Estado guatemal-
teco.  Esto constituye una violación grave al debido proceso y refuerza la desconfianza en 
el sistema de justicia, especialmente entre los pueblos indígenas.

También ha sido frecuente el uso de recusaciones maliciosas para paralizar procesos judi-
ciales. Se implementó un patrón de criminalización mediante el uso malicioso del derecho 
penal, persiguiendo y forzando a permanecer en el exilio a un número significativo de 
fiscales, jueces y al ex Procurador de los Derechos Humanos, caracterizados por su im-
portante rol en la lucha contra la corrupción y el crimen organizado en los tiempos de la 
CICIG.

Uno de los legados más lamentables de la continuada instrumentalización del sistema de 
justicia penal que ha promovido el Ministerio Público bajo la jefatura de Consuelo Porras, 
y con el aval de algunos jueces y la permisividad de la Corte de Constitucionalidad durante 
los últimos años, es el efecto intimidatorio que la criminalización ha ejercido disuadiendo 
a muchos profesionales capaces, probos e idóneos de participar en las convocatorias de 
procesos de selección para desempeñar altos cargos de la institucionalidad pública. Pun-
tualmente, dentro del desarrollo del proceso de selección de magistrados constituciona-
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les, resultaron inaceptables las prácticas intimidatorias y de hostigamiento del Ministerio 
Público dirigidas a disuadir la participación de profesionales honestos como votantes en 
eventos electorales, como ocurrió en la segunda vuelta de la elección de un magistrado 
titular y uno suplente del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala.

Este Panel emitió un comunicado manifestando su preocupación y rechazo respecto de 
ese actuar irregular y desproporcionado del Ministerio Público, remarcando que ese tipo 
de actuaciones son una afrenta intolerable al Estado de derecho y la democracia, al violar 
las condiciones  elementales que según estándares internacionales deben concurrir en 
todo acto democrático de elección, que debe llevarse a cabo de manera pacífica, libre y 
transparente y sin que exista ningún tipo de coacción, interferencia, amenaza, intimida-
ción o uso arbitrario del poder.

IX.	Uso abusivo y malicioso del amparo y rol de la justicia 
constitucional

Se observó una indebida utilización del amparo con el objetivo de manipular y entorpecer 
los procesos de selección y limitar el ejercicio de derechos.

Especial preocupación despertó el caso de la exclusión de profesionales de ciencias afines 
de la Asamblea General del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala convocada 
para elegir magistrados/as de la Corte de Constitucionalidad, así como la ausencia de 
ejecución de los amparos promovidos contra el Consejo Superior Universitario, por los 
cargos de integrantes que ya habían vencido, donde la Corte fue omisa en obligar a que 
sus resoluciones se cumplieran. 

Sobre la exclusión de profesionales de las ciencias afines, el Panel consideró que careció 
de fundamento legal, ya que la participación de las ciencias afines se sustenta en un de-
recho históricamente ejercido por los mencionados profesionales durante décadas, en 
otros procesos eleccionarios semejantes. Sobre la ausencia de la ejecución de resolucio-
nes sobre autoridades de la Universidad San Carlos, el Panel fue insistente con la Corte, 
sobre la obligación de hacer cumplir sus propias resoluciones.

Como podemos ver, tenemos por una parte el uso malicioso del amparo y, por otra, falta 
de ejecución de acciones que podrían haber encauzado debidamente el proceso de selec-
ción. Más allá del actuar poco democrático de personas que querían entorpecer los pro-
cesos de selección con amparos maliciosos, consideramos que la mayor responsabilidad 

https://panelaltascortesgt.org/injerencia-del-mp-pone-en-riesgo-la-integridad-del-proceso-electoral-a-magistrados-de-cc-en-el-cang/
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recae en el Poder Judicial y sobre todo en la Corte de Constitucionalidad, porque ninguno 
de estos problemas hubiera influido en el proceso, de contar con un Poder Judicial y con 
una Corte Independiente y comprometida con los derechos humanos y con la democracia. 

X.	Crisis en la institucionalidad universitaria en la 
Universidad de San Carlos de Guatemala 

Desde que el actual rector, Walter Mazariegos, asumió el cargo en su anterior período, 
producto de un proceso electoral severamente ensombrecido por señalamientos de frau-
de, ha sido patente su propósito de asegurarse el control sobre el Consejo Superior Uni-
versitario de la Universidad de San Carlos de Guatemala. Como resultado de una serie de 
actuaciones arbitrarias e ilegales orientadas a asegurar ese objetivo, a la fecha el citado 
Consejo está mayoritariamente integrado por personas cuyo periodo para el que fueron 
nombrados ha vencido. No es solo la afectación que esto ha provocado en la Universidad 
mencionada para efectos de su participación en los procesos de elección, sino el grave 
hecho de que la única universidad pública del país está cooptada por fuerzas antidemo-
cráticas y corruptas, lo que afecta la vida académica de las y los estudiantes, su autonomía 
educativa, su honorabilidad y calidad ética. 

Las entrevistas sostenidas por el Panel reflejaron de manera consistente la preocupación 
sobre la actuación irregular de los órganos a cargo de la Universidad de San Carlos de 
Guatemala. 

Dado que el Consejo Superior Universitario participa tanto en la elección de magistrados 
de la Corte de Constitucionalidad como en la Comisión de Postulación del Fiscal General, 
esta irregularidad compromete la validez y legitimidad de decisiones clave en el sistema 
de justicia.

A la fecha, aún se encuentran en trámite varios procesos de amparo en los cuales se per-
sigue que judicialmente sea declarada sin efecto la cuestionada reelección de Mazariegos. 
El Panel considera que debe evaluarse qué consecuencias jurídicas se generarían si los 
tribunales de amparo llegaran a acoger de forma definitiva esas acciones constitucionales 
respecto de la elección por parte del Consejo Superior Universitario de una magistrada de 
la Corte de Constitucionalidad.

Adicionalmente, el PEI documentó una grave situación de persecución contra estudiantes 
de la Universidad de San Carlos de Guatemala que cuestionan a las autoridades, que se con-
creta en una serie de medidas perjudiciales para su carrera universitaria, como expulsiones 
arbitrarias; sobrecarga académica como mecanismo de presión; amenazas, acoso y perse-
cución dentro del campus por autoridades, docentes y grupos enmascarados violentos que 
funcionan al amparo de la administración de Mazariegos. Este Panel considera muy grave 
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lo que está sucediendo con la Universidad y con los estudiantes que buscan recuperarla. 
Debiera ser una prioridad del país, la recuperación de su única universidad pública. 

El Panel desea hacer un reconocimiento a las y los estudiantes valientes que ejercieron 
su derecho constitucional de manifestación y promovieron diversas acciones legales y 
constitucionales para oponerse y frenar las ilegalidades que se venían cometiendo por 
parte de las autoridades y el Consejo Superior Universitario; a todos aquellos y aquellas, 
que a pesar de haber tenido graves consecuencias en su desarrollo académico, fueron 
congruentes con sus valores democráticos y con su responsabilidad como ciudadanos y 
ciudadanas. Nuestro respeto y admiración a ellos y ellas que lucharon y siguen luchando 
por recuperar su universidad. 

XI.	Conflictos de interés no gestionados

Se observó incumplimiento del deber de excusa o inhibición en casos de conflicto de in-
terés por parte de algunos servidores/as públicos/as. Por ejemplo, la actuación de la Pre-
sidenta de la Corte de Constitucionalidad, Leyla Lemus, quien no tuvo reparo en integrar 
ese tribunal constitucional para conocer un amparo planteado para revertir la selección 
de magistraturas para la Corte de Constitucionalidad por parte del Consejo Superior Uni-
versitario de la Universidad de San Carlos de Guatemala, proceso dentro del cual ella se 
postuló para ser reelecta como magistrada.

XII.	 Situación de sectores específicos de la población

A.	 Pueblos Indígenas

Como hemos señalado, persisten la exclusión estructural y la criminalización de sus miem-
bros. Casos emblemáticos de lo anterior son el referido encarcelamiento de autoridades 
de los 48 Cantones de Totonicapán y de la alcaldía indígena de Sololá, ambos por su rol en 
la defensa de las elecciones de 2023. Desde los Pueblos Indígenas se denuncia un retro-
ceso en la garantía judicial de sus derechos desde 2019. Dado lo que han vivido histórica-
mente, existe una desconfianza en la capacidad de las vías institucionales para propiciar 
procesos legítimos e inclusivos de selección de altos cargos del sector justicia. Existen 
también denuncias de exclusión en el Congreso de la República, dentro del proceso de se-
lección de un magistrado titular y un suplente de la Corte de Constitucionalidad (rechazo 
de su carta y restricción de acceso como observadores).

B.	 Víctimas del conflicto armado interno
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Las víctimas del conflicto armado interno también han sido perjudicadas por la mala elec-
ción en el Ministerio Público y en el Poder Judicial. Este Panel escuchó su preocupación 
por la paralización de las investigaciones, así como retrocesos en justicia transicional por 
decisiones judiciales recientes.

C.	 Abogados y abogadas integrantes del Colegio de Notarios y Abogados

La participación comprometida de muchos y muchas abogados y abogadas del Colegio 
de Abogados y Notarios, fue fundamental en este proceso. Se pudo ver un trabajo más en 
terreno, donde desde diferentes regiones del país, se organizaron para armar planillas y 
defender las elecciones. 

Sin embargo, a pesar de la gran participación, existe una deuda por parte de dichos pro-
fesionales. De los/as casi 44,000 abogados/as activos/as habilitados/as para votar en esta 
elección del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala, en la primera vuelta para elec-
ción de magistrado/a de la Corte de Constitucionalidad solamente votaron 18,651 y, en la 
segunda vuelta, 18,146 profesionales44. Esto quiere decir que ni siquiera el 50% de los/as 
potenciales votantes del citado Colegio participaron en ambas vueltas de la elección; sino 
solo el 42% y el 41%, respectivamente. 

Esto es grave, sabiendo que su voto es un poder otorgado para cambiar las condiciones 
de la justicia en Guatemala, y no lo utilizan. El Panel considera que debe haber aún más 
campañas de concientización sobre el papel de las y los abogados en la transformación de 
las instituciones de justicia en Guatemala.

44	 Estas cifras incluyen votos válidos, nulos y en blanco. Corresponden, concretamente, a la elección de magistrado/a titular de 
la Corte de Constitucionalidad; según quedó plasmado en la Resolución 70-2026 del Tribunal Electoral del Colegio de Abo-
gados y Notarios de Guatemala.
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Constatación de avances y 
mejoras en los procesos de 
selección 

Este Panel desea destacar la constatación de avances y mejoras que identificamos en los 
procesos de selección. Son importantes, porque en gran parte representan la esperanza, 
pero también la válvula de escape, frente a todos los obstáculos que existen en Guatema-
la para la defensa de sus instituciones de justicia. 

I.	 Creciente conciencia, participación y escrutinio ciudadanas 
nacional e internacional

Durante los procesos de selección, el Panel pudo observar un importante involucra-
miento de la sociedad civil, víctimas, defensores, Pueblos Indígenas, estudiantes com-
prometidos con la democracia, integrantes de ciencias afines, periodistas y generadores 
de opinión, entre otros. En nuestros países, con gran debilidad institucional y democrá-
tica, para lograr que se lleven a cabo procesos de elección de altos cargos de acuerdo 
con los estándares internacionales, se requiere una participación activa de la ciudada-
nía. Las tareas de vigilancia, monitoreo y análisis crítico de las actuaciones y decisiones 
de los órganos designantes, del Poder Judicial y de la Corte de Constitucionalidad son 
fundamentales.

En los últimos años se han producido algunos síntomas de que paulatinamente está rena-
ciendo la conciencia ciudadana sobre la importancia de participar en los procesos políti-
cos de conformación del poder público, así como de ejercer vigilancia sobre el manejo de 
dicho poder por parte de los funcionarios públicos.

El fomento de una cultura de transparencia y democracia participativa es un recurso po-
tente para disuadir, poner en evidencia y combatir viejas prácticas de manipulación, co-
rrupción y tráfico de influencias que vician los procesos de selección de altos funcionarios. 

En el ámbito de los/as profesionales del derecho ha sido significativo el crecimiento en el 
apoyo a agrupaciones gremiales y candidatos no alineados con estructuras de impuni-
dad y corrupción. Como antecedentes ilustrativos de este fenómeno pueden citarse los 
resultados que se produjeron en la elección de Junta Directiva del Colegio de Abogados y 
Notarios de Guatemala, en 2025, y en la elección de representantes de ese colegio ante 
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la Comisión de Postulación para elaborar la nómina de candidatos a magistrados/as del 
Tribunal Supremo Electoral, celebrada a inicios de este año. 

Más recientemente, pese a los intentos de interferir en la elección de los candidatos a 
magistrados titular y suplente de la Corte de Constitucionalidad, los abogados han votado 
mayoritariamente por los candidatos que a decir de la mayoría de analistas locales, y ac-
tores con los que se ha entrevistado el PEI-GT, son aquellos que presentan un mejor perfil 
técnico y de compromiso con estándares democráticos. 

En este caso también fue fundamental que hubiera una gran observación internacional. 
Podríamos decir que este ha sido uno de los procesos de selección de altas cortes más 
observado en la región. Esto también se debió al importante trabajo de las organizaciones 
de la sociedad civil guatemalteca e internacionales que se unieron para buscar la recupe-
ración de las instituciones de justicia en el país. Todas estas medidas ayudaron a equilibrar 
y tener mayor auditoría ciudadana nacional e internacional sobre el proceso. 

Si bien no se lograron los resultados esperados por la ciudadanía, sobre todo por cuan-
to hace a algunos integrantes de la Corte de Constitucionalidad, los avances que se 
produjeron fueron en gran medida gracias a esa ciudadanía nacional e internacional 
organizada, así como por el apoyo de organismos internacionales de protección a los 
derechos humanos. 

II.	 Transparencia del proceso de elección en el Colegio de 
Abogados y Notarios de Guatemala

El Panel pudo observar parte del proceso de elección de magistrados/as de la Corte de 
Constitucionalidad en el Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala, destacando por 
su transparencia y publicidad. Este proceso dio garantías a los colegiados y a la ciudadanía 
en general acerca de la legitimidad de las decisiones que se adoptan en las urnas. Ello, a 
pesar del cambio de reglas de última hora, impuestas al citado Colegio por la Sala Sexta 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, constituida en Tribunal de Amparo, que 
otorgó amparo provisional en favor de partes interesadas en alterar el padrón que histó-
ricamente se ha empleado para ese tipo de elección, excluyendo del universo votante y de 
la decisión a las y los colegiados de las ciencias afines.

El Panel también desea hacer un reconocimiento a la Presidenta del Colegio de Abogados 
y Notarios de Guatemala y al Tribunal Electoral del CANG. Su actuación profesional, com-
prometida y valiente fue también crucial en el proceso de elección supervisado. 
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III.	Publicidad de las sesiones y las entrevistas llevadas a 
cabo en la Comisión de Postulación de Fiscal General del 
Ministerio Público

La transmisión en vivo de las audiencias de entrevistas a las personas postulantes a través 
de medios de comunicación tradicionales y digitales ha marcado un grado importante de 
transparencia de la actividad de la Comisión de Postulación para la elaboración de la nó-
mina de candidatos/as a Fiscal General de la República. 

Aunque un poco tardía, es necesario resaltar, asimismo, la publicación que hizo la citada 
Comisión de los expedientes y tachas de los candidatos a esa posición.

En contraste con esta mejora —aunque insuficiente— ha resultado evidente una mala 
práctica, que se señaló antes, consistente en conversaciones y acuerdos entre los inte-
grantes de la Comisión de Postulación “fuera de cámaras”; y que la fundamentación de los 
votos respondió en la mayoría de las ocasiones a formularios y letanías que no revelan la 
verdadera motivación detrás de la decisión.

IV.	Comunicación del Presidente con la ciudadanía sobre 
procesos de selección y sus criterios de selección

Aun cuando hubiera sido deseable que el Presidente de la República hiciera públicos con 
antelación los criterios a emplear para la elección de Fiscal General, es de resaltar su com-
promiso con la meritocracia al momento de tomar la decisión, y su actitud de rendir cuen-
tas comunicando públicamente la motivación de sus decisiones, lo cual ha sido recibido 
con beneplácito por la ciudadanía y la comunidad internacional que estuvo observando 
el proceso.

V.	Negativa judicial y desafío exitoso al intento de 
criminalización de candidatos 

Constatamos que en el caso de la magistrada Astrid Lemus, electa por el Colegio de Abo-
gados y Notarios de Guatemala para integrar la Corte de Constitucionalidad, la fiscal Po-
rras intentó repetir prácticas del pasado solicitando órdenes de detención en su contra, y 
posteriormente requiriendo información a la Comisión de Postulación acerca de su can-
didatura.

Constatamos, igualmente, el despliegue de la Fiscalía bajo las órdenes de una subalterna 
directa de la fiscal Porras en las instalaciones del Colegio de Abogados y Notarios —inclu-
so con agentes de seguridad armados—, durante el desarrollo de la segunda vuelta de la 
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elección de magistrados/as titular y suplente de la Corte de Constitucionalidad, diligencia 
que fue motivada por supuestas denuncias anónimas sobre el material electoral utilizado 
por el Tribunal Electoral del citado Colegio. En dicho operativo se llegó incluso al extremo 
de intentar la requisa de teléfonos y cateos personales contra su presidenta, Patricia Gá-
mez, para más tarde, durante una conferencia de prensa, formular aseveraciones intimi-
datorias respecto de ella, la Junta Directiva y el Tribunal Electoral del Colegio. 

Pues bien, pese a los eventos descritos y a los fundados temores existentes por prácticas 
del pasado reciente de criminalizar candidatos e integrantes de órganos de postulación 
y selección, en esta ocasión no se reportaron casos de personas contra las cuales haya 
prosperado una persecución penal ante los tribunales, ni encarceladas para afectar sus 
candidaturas. 

La mayor independencia judicial mostrada en el caso de la magistrada Lemus, en que los 
jueces de primer grado rechazaron (al parecer más de uno) el intento de criminalización 
en su contra, no dando lugar a las órdenes de detención solicitadas por la Fiscalía; y la 
firmeza y valentía de la presidenta del CANG, su Junta Directiva, el Tribunal Electoral del 
Colegio y una mayoría de agremiados frente a la irrupción de la Fiscalía, han impedido y 
disuadido la criminalización.

El Panel constata este nuevo escenario, y lo estima un avance y mejora sustantiva en el 
proceso, y espera que se consolide para evitar las graves arbitrariedades cometidas con 
anterioridad, las que tuvieron un impacto muy negativo en el desarrollo de las elecciones 
generales, llegando incluso a poner en riesgo la propia elección presidencial.   
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Recomendaciones

I. 	 Cultura ciudadana

	→ Se requiere un mayor involucramiento de la ciudadanía desde las primeras etapas, es 
decir, desde que se forman las comisiones de postulación. La observación nacional e 
internacional es crucial en estos momentos, porque la composición de las comisiones 
determinará el éxito o fracaso en las designaciones.

	→ Aunque se constató gran participación de la sociedad en los procesos, dada la im-
portancia que tienen para la vida democrática del país, se requiere todavía un mayor 
involucramiento, sobre todo de quienes no viven en la capital. Se recomienda incre-
mentar el número de campañas de publicidad desde el Poder Ejecutivo y la PDH para 
que la ciudadanía tenga clara la importancia de estas elecciones de segundo grado y 
lo fundamental que es su involucramiento como mecanismo de vigilancia y rendición 
de cuentas.

	→ Para que genuinamente se produzca una renovación positiva de quienes integran los 
más altos cargos del sector justicia, es indispensable que respondan a las convocato-
rias a postularse, profesionales que posean las cualidades éticas y las competencias 
técnicas necesarias para ocupar tales cargos.

II. Prácticas y protocolos institucionales. 

	→ Aún en un escenario en que no se dieran las condiciones para la introducción de mo-
dificaciones indispensables al marco regulatorio vigente, este Panel considera que es 
urgente y necesario implementar cambios. Estos pueden gestarse mediante la trans-
formación hacia buenas prácticas que se encuentran identificadas en otros países, y 
responden a los estándares internacionales.  

	→ De acuerdo con los estándares internacionales, las votaciones para la elección de altas 
autoridades deberán llevarse a cabo de manera pacífica, libre y transparente y sin nin-
gún tipo de coacción, interferencia, amenaza, intimidación o uso arbitrario del poder. 
No deben volver a producirse episodios de criminalización, uso arbitrario del derecho 
penal ni de las instituciones; ni amenazas, allanamiento o detención ilegal en los centros 
de votación. Todo esto se considera una injerencia indebida en la elección de las altas 
autoridades del sector justicia.
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	→ Es importante que desde las instituciones se establezca un mecanismo de protección 
para los actores que intervienen en las elecciones, a fin de que se denuncie y prevenga 
la criminalización de las y los candidatos, así como de otros actores. Este mecanismo 
sería también la vía para que la ciudadanía se constituya como un órgano de supervi-
sión y monitoreo para denunciar actos de criminalización.

	→ En Guatemala el amparo ha sido utilizado de manera excesiva, desproporcionada y 
maliciosa; no para el propósito para el que fue creado, sino para manipular los proce-
sos de selección con la complicidad de integrantes del Poder Judicial. Esto, a diferencia 
de su propósito tradicional en América Latina, donde tiene la función de proteger los 
derechos humanos y de luchar contra actos de autoridad irregulares que violen los 
derechos. Esta práctica no es sostenible para ninguna democracia. Por ello se reco-
mienda al Poder Judicial y a la Corte de Constitucionalidad que en el futuro sean el 
escudo y resguardo efectivo de la legalidad y los derechos de las y los guatemaltecos, 
para que cumpla con su papel de guardián de la Constitución y garante de los dere-
chos humanos de todas y todos los guatemaltecos. 

	→ Las autoridades responsables de nominar o designar altas autoridades del sector jus-
ticia deben elaborar y hacer públicos perfiles que establezcan características persona-
les y profesionales que las personas deben cumplir para ser idóneas en el ejercicio del 
cargo; no limitarse a la satisfacción de requisitos formales mínimos establecidos en la 
ley para acceder al mismo.

	→ Como señalamos en su oportunidad en nuestro Informe Preliminar de la segunda 
visita que hicimos a Guatemala, es indispensable que se dicten reglamentaciones aca-
badas de los procesos, y que estas sean sometidas a un período de observaciones y 
propuestas de mejora. 

	→ Dentro de la regulación reglamentaria, resulta conveniente que se considere: 

›	 la publicidad y libre acceso a los expedientes de todas las personas postulantes, 
mediante su publicación en una plataforma electrónica abierta oportunamente 
tanto a los integrantes del órgano de selección o postulación, como a medios de 
comunicación y público en general; 

›	 en el caso de las tachas,  debiera considerarse un procedimiento y plazo para cues-
tionar, acreditar y corroborar los cuestionamientos a candidatos, así como garanti-
zar el cumplimiento de los requisitos legales mínimos, la exactitud y veracidad de 
las afirmaciones acerca de la formación y experiencia profesionales, las característi-
cas personales y destrezas de los postulantes, y la satisfacción de los elementos de 
honorabilidad, idoneidad y experiencia probada que requiere el cargo de magistra-
do constitucional y Fiscal General de la República, respectivamente. 

→

https://panelaltascortesgt.org/wp-content/uploads/2026/02/Informe-preliminar-segunda-visita-PEI-GT.pdf
https://panelaltascortesgt.org/wp-content/uploads/2026/02/Informe-preliminar-segunda-visita-PEI-GT.pdf
https://panelaltascortesgt.org/wp-content/uploads/2026/02/Informe-preliminar-segunda-visita-PEI-GT.pdf
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	→ Debiera establecerse y regularse la transparencia, publicidad, escrutinio público, del 
debate, la fundamentación y la decisión de las y los integrantes del cuerpo seleccio-
nador o postulante.

	→ Esta regulación debiera considerar entrevistas públicas en todos los casos, incor-
porando al reglamento o como anexos de éste, protocolos de entrevistas y rúbricas 
para la evaluación de la formación, experiencia y destrezas que defina adecuada-
mente lo que se ha de entender por “honorabilidad”, y qué elementos ayudan a 
valorarla. Recordamos en tal sentido especialmente lo señalado por la Relatora de 
Naciones Unidas para la Independencia Judicial y por el anterior Panel de Personas 
Expertas.

	→ La normativa reglamentaria debería contemplar plazos adecuados y suficientes para 
desarrollar estas actividades indispensables para la selección y también para la elabo-
ración de la lista de postulados cuando corresponda.

	→ Recomendamos que quienes ejerzan funciones titulares o interinas en “altos cargos 
estatales” a los que nos referimos en la sección sobre reformas constitucionales —
más allá de la ausencia de prohibición constitucional o legal—, se inhiban de postu-
larse a su reelección o a su elección en otros “altos cargos estatales”, por las razones 
más adelante señaladas.   

	→ Recomendamos que titulares de “altos cargos estatales” se abstengan de conocer, 
instruir, resolver o participar de cualquier modo directo o indirecto en asuntos en los 
que se produzca un conflicto de interés, como los que hemos reseñado en la sección 
de hallazgos, a propósito de las actuaciones de la ex presidenta de la Corte de Consti-
tucionalidad y la ex Fiscal General de la República Consuelo Porras. 

III. Reforma integral del marco normativo de los procesos de 
selección de altos cargos en el sector justicia

Recomendamos que se impulse en el más breve plazo posible, un proceso de reforma in-
tegral del  modelo de selección de altos funcionarios del sistema de justicia en Guatemala, 
que implique una consulta amplia ciudadana en la que estén involucrados todos los sec-
tores concernidos en el quehacer de la justicia (operadores de justicia, academia, CANG, 
sector privado, representantes de los pueblos indígenas, de las iglesias, Policía Nacional, 
etc.), en una Comisión Técnica de alto nivel para la reforma de la justicia en Guatemala que 
le presente un proyecto de reforma al país. 

Debe contarse para ello con un diagnóstico integral claro de qué está fallando (justicia 
penal, constitucional, control disciplinario y mecanismos de selección, carrera judicial y 
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fiscal, etc.), a fin de asegurar la selección de profesionales idóneos para integrar un siste-
ma de resolución de conflictos garantista y respetuoso de los derechos humanos.

Entre otros aspectos que se considere pertinente abordar, respetuosamente recomenda-
mos tomar en consideración lo siguiente:

	→ El funcionamiento transparente y técnico de los órganos electores en los procesos 
de selección de magistrados y magistradas de la Corte de Constitucionalidad y de la 
Comisión de Postulación en el proceso de selección de Fiscal General (así como en las 
otras “elecciones de segundo grado”), exige con urgencia ser objeto de un proceso 
amplio, profundo y participativo de reflexión respecto de su idoneidad y viabilidad 
para garantizar en el futuro elecciones democráticas y meritocráticas conforme a los 
estándares y mejores prácticas internacionales. 

	→ Si se opta por mantener el mismo sistema vigente a la fecha, se requiere asegurar la 
implementación de una reglamentación de carácter permanente y exhaustivo que in-
cluya la regulación de los instrumentos que se utilizarán en los procesos de selección, 
como la tabla de gradación, la transparencia como principio rector del proceso, y los 
mecanismos para evitar la cooptación política o corrupta de los órganos electores.

	→ Es fundamental que estén claramente delineados los requisitos para acceder a los car-
gos de Fiscal General de la República y magistrados de la Corte de Constitucionalidad, 
así como todos los cargos de altas cortes de tal manera que no existan intersticios de 
ambigüedad que propicien interpretaciones restrictivas del derecho fundamental a 
ocupar cargos públicos.

	→ Las reformas, modificaciones, elaboración de reglamentos, entre otros, debieran dar-
se fuera del proceso de elección en curso, de tal manera que no tengan ningún tipo 
de influencia indebida. 

	→ Sumado a ello, en nuestra visión resulta indispensable que sea la propia ciudadanía 
la que se empodere y demande a los órganos colegisladores iniciar y concluir en un 
brevísimo plazo el debate y aprobación de estos cambios con una amplia participación 
ciudadana y apoyo técnico internacional si se requiere, concluyendo con una consulta 
nacional que le otorgue el apoyo, legitimidad y credibilidad que la nueva instituciona-
lidad demanda. 

	→ Este proceso transformador implica regular incompatibilidades, controles cruzados, 
límites temporales; transparencia, publicidad y fundamentación de los procedimien-
tos y decisiones de selección e impugnación, junto con la adecuada regulación de la 
auditoría ciudadana y de los medios de comunicación, tal como en parte se detalla a 
continuación.
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	→ La revisión del modelo de comisiones de postulación que proponemos debe contem-
plar su posible reemplazo por procesos de selección que, reconociendo el carácter 
político de las decisiones para la conformación del tribunal constitucional y la fiscalía 
general, apuesten por mecanismos de coordinación y de control —frenos y contrape-
sos—, en lugar de involucrar a casas de estudios superiores en funciones impropias 
de sus fines.

	→ En virtud del principio de renovación, evitar el nombramiento cruzado de personas 
que hayan ocupado el mismo u otros cargos, de tal manera que sean nuevas personas 
las que ingresen a esos cargos y se evite el paso de una rama del estado a otra. 

	→ Que la integración de la Corte de Constitucionalidad no se renueve simultáneamente 
respecto de todos sus magistrados, sino de manera escalonada y parcial y con perio-
dos más extensos.

	→ Que los mandatos de “altos cargos estatales” tales como Fiscal General y magistrado 
de Corte de Constitucionalidad (y demás cargos no elegidos mediante voto popular), 
no sean renovables, prohibiendo su reelección, reevaluación, confirmación u otra for-
ma de ejercicio por un nuevo período de modo absoluto. La permanencia en el cargo 
por períodos sucesivos o alternados resta independencia al titular de este frente al 
órgano elector, genera incentivos perversos en su ejercicio, y facilita la desviación y 
el abuso de poder, como este Panel y la ciudadanía guatemalteca han podido apre-
ciar durante los procesos observados. Establecer esta regla tenderá a aumentar el 
cumplimiento del “deber de ingratitud” hacia los órganos electores, y en contraste 
aumentará la probabilidad de un recto ejercicio del cargo, orientando su lealtad hacia 
la constitución, las leyes, los derechos humanos y el estado democrático de derecho.

	→ Que se acote de manera particular los supuestos en los cuales puedan plantearse 
acciones constitucionales de amparo dentro de los procesos de selección de Fiscal Ge-
neral de la República y magistrados de la Corte de Constitucionalidad, en congruencia 
con su carácter extraordinario y tutelar de derechos humanos.

	→ Que se implementen mecanismos de responsabilidad constitucional respecto de to-
dos los titulares de los órganos mencionados, en especial del Fiscal General de la 
República, mediante el control de otros órganos del Estado, conforme a un debido 
proceso. En un estado democrático de derecho ningún titular puede estar exento de 
control, máxime si se le encomienda el monopolio de la persecución penal y le está 
permitido su reelección de modo sucesivo e indefinido por silencio (y error) del cons-
tituyente.

	→ Que se establezcan reglas claras y categóricas, con sanciones adecuadas, respecto de 
las actuaciones de los titulares de los órganos arriba indicados, que constituyan con-
flictos de interés, notable abandono de deberes, y desviación y abuso de poder, con 
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mecanismos que permitan su indagación, acusación y decisión dentro de un debido 
proceso por órganos de control establecidos en la constitución. 

IV. Para la comunidad internacional

Los resultados obtenidos en las dos elecciones de segundo grado que nos ha tocado ob-
servar, han implicado una mejora respecto de lo que fueron procesos anteriores, la que 
se ha reflejado en los aspectos positivos que hemos resaltado en los párrafos anteriores.

Sin embargo, como mencionamos también en este informe, subsisten un conjunto de 
malas prácticas y debilidades procesales e institucionales que impiden obtener resultados 
confiables que estén a la altura de los retos que la realidad guatemalteca en materia de 
corrupción y criminalidad impone a las altas autoridades del sistema de justicia.

Es por esta razón que, sin perjuicio de implementar mejoras de corto plazo en los siste-
mas de designación de funcionarios de segundo grado, recomendamos emprender re-
formas estructurales que permitan enfrentar y solucionar los problemas endémicos de la 
justicia en Guatemala. 

En ese sentido, invocamos a la sociedad guatemalteca y a la comunidad internacional a 
promover y acompañar las medidas necesarias para lograr una real transformación en 
este ámbito que asegure la plena vigencia de los derechos fundamentales en el país y la 
consolidación de un Estado Democrático de Derecho centrado en el bien común. 
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Anexos

I.	 Estándares internacionales mínimos aplicables a los 
procesos de selección de altos cargos en el sector justicia

A.	 Condiciones que deben imperar en los procesos de selección de altos 
funcionarios

1.	 Evitar injerencias indebidas y criminalización de los actores que intervienen en los 
órganos de decisión y en las personas candidatas: 

1.1.	En el caso de los órganos de decisión, que puedan “realizar su función sin presio-
nes”, generando condiciones que “propicien una participación libre de personas 
cualificadas…” 45

1.2.	Que el Poder Ejecutivo garantice “la seguridad integral de todas las personas 
involucradas en el proceso de elección, incluyendo candidatos, rectores, y comi-
sionados de las Comisiones de Postulación, para asegurar un proceso libre de 
intimidación y amenazas…”46 

1.3.	Que el Ministerio Público no haga un uso indebido de la institución para crimina-
lizar a personas que participan en el proceso.

2.	 Generar garantías de participación en iguales condiciones y sin discriminación, 
con un “señalamiento ampliamente público, claro y transparente de los requisitos exi-
gidos para el desempeño del cargo”47 y evitando cualquier forma de racismo y discri-
minación interseccional48 garantizando un proceso justo e inclusivo.49

3.	 Transparencia y publicidad en el proceso50 lo que significa que las personas deben 
tener información clara sobre  

45	 Comunicado de Prensa de la Delegación de la Unión Europea en Guatemala con motivo de la segunda visita de la Misión de Acom-
pañamiento a los procesos de renovación de autoridades judiciales y electorales 2026. El resaltado no figura en el texto original.

46	 Informe Final de la Misión Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA) para el proceso de elección de jueces 
de la Corte Suprema de Justicia, las Cortes de Apelación y otros tribunales de igual categoría

47	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia. Hacia 
el fortalecimiento del acceso a la justicia y el estado de derecho en las Américas, OEA/Ser.L/V/II, 5 de diciembre 2013. El re-
saltado no figura en el texto original.

48	 Informe Final de la Misión Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA) para el proceso de elección de jueces 
de la Corte Suprema de Justicia, las Cortes de Apelación y otros tribunales de igual categoría

49	 Informe Final de la Misión Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA) para el proceso de elección de jueces 
de la Corte Suprema de Justicia, las Cortes de Apelación y otros tribunales de igual categoría

50	 Informe Final de la Misión Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA) para el proceso de elección de jueces 
de la Corte Suprema de Justicia, las Cortes de Apelación y otros tribunales de igual categoría

https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/Operadores-de-Justicia-2013.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/Operadores-de-Justicia-2013.pdf
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3.1.	El perfil que se busca para Corte de Constitucionalidad y para Fiscal General de la 
República;

3.2.	Publicidad de los expedientes recibidos;

3.3.	Los pasos o criterios de selección, publicados antes de la convocatoria, así como 
la manera como se van a discutir y decidir públicamente sobre las impugnaciones 
o tachas presentadas por la sociedad civil.51 

4.	 Respeto por el principio de participación ciudadana, lo que significa, tanto para la 
Corte de Constitucionalidad como para FGR:

4.1.	Participación de la sociedad civil mediante presentación de tachas u observacio-
nes de las y los candidatos.

4.2.	Procedimientos abiertos al escrutinio público —eso reduce el grado de discrecio-
nalidad de las autoridades encargadas de selección y nombramiento—.52

B.	 Aspectos que deben garantizarse para que la comisión de postulación 
desarrolle su labor

1.	 Que se elija una sede que garantice accesibilidad libre y sencilla para todas las per-
sonas que deseen acudir a monitorear el proceso.

2.	 “Garantizar las condiciones necesarias de financiamiento, infraestructura, recursos 
humanos y seguridad”53 

3.	 Garantizar audiencias públicas con participación ciudadana.54

C.	 Examen de candidatos y criterios de selección

1.	 Nombramiento bajo el principio de independencia en la selección, lo que significa 
garantizar selección de candidatos idóneos y conforme al mérito.  “En Guatemala, 
esto significa que los perfiles altamente cualificados deben ser identificados y consi-
derados para nombramiento”55.

51	 Informe Final PEI-GT: Obstáculos y desafíos para la independencia judicial en Guatemala de noviembre 2024

52	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia. Hacia 
el fortalecimiento del acceso a la justicia y el estado de derecho en las Américas, OEA/Ser.L/V/II, 5 de diciembre 2013..

53	 Informe Final de la Misión Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA) para el proceso de elección de jueces 
de la Corte Suprema de Justicia, las Cortes de Apelación y otros tribunales de igual categoría

54	 Informe del Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Leandro Despouy, misión a Guatemala 
2009, Documento de la ONU A/HRC/11/41/add.3, 1 de octubre de 2009, página 11, párrafo 43.

55	 Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Margaret Satterthwaite Comunicado Experta de la 
ONU hace un llamado a Guatemala para aprovechar la oportunidad de nombrar tribunales supremos ejemplares. 18 de abril 
de 2024.

https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/Operadores-de-Justicia-2013.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/Operadores-de-Justicia-2013.pdf
https://www.ohchr.org/es/press-releases/2024/04/un-expert-calls-guatemala-seize-opportunity-appoint-exemplary-apex-courts
https://www.ohchr.org/es/press-releases/2024/04/un-expert-calls-guatemala-seize-opportunity-appoint-exemplary-apex-courts
https://www.ohchr.org/es/press-releases/2024/04/un-expert-calls-guatemala-seize-opportunity-appoint-exemplary-apex-courts
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2.	 Los procesos de selección deberán regirse por los “criterios de mérito, idoneidad y 
honorabilidad, y desarrollarse con reglas claras, participación ciudadana y rendi-
ción de cuentas[...]”56 

3.	 “Seleccionar a candidatas y candidatos en base a sus méritos y no en intereses po-
líticos. Se debe elegir a los mejores candidatos basado en experiencia profesional y 
antecedentes académicos[...]”57 

4.	 “La selección y nombramiento de los magistrados deberá hacerse bajo un procedimien-
to transparente que garantice su independencia e imparcialidad, basado en criterios 
objetivos determinados claramente, fundados en la idoneidad, probidad y antece-
dentes académicos y profesionales de los candidatos”58 [el resaltado es propio]

5.	 Para la selección y evaluación de la persona que ocupará la titularidad en la FGR, la 
Comisión de Postulación deberá “diseñar las tablas de gradación considerando no 
solo los títulos académicos, sino también la experiencia profesional y la experiencia 
de vida de los postulantes, asegurando que las candidaturas de mujeres y pueblos 
indígenas sean evaluadas de manera justa, y evitando que la falta de criterios claros 
conduzca a decisiones arbitrarias que favorezcan a ciertos candidatos[...]”59 

6.	 Como principio general debe privilegiarse el voto razonado para la selección de candi-
datos.

D.	 Perfiles recomendados

1.	 Calidad ética, que comprende la honorabilidad, rectitud, independencia e impar-
cialidad comprobadas.60 

2.	 Vocación de servicio y liderazgo.61 

3.	 Personas independientes de los poderes reales y fácticos.

4.	 Personas íntegras, idóneas, con honorabilidad62 (conducta intachable, trayectoria 
reconocida incuestionable).

56	 Comunicado de Prensa: Misión Especial de la OEA para el Fortalecimiento de la Institucionalidad Democrática en Guatemala 
llama a asegurar legalidad, transparencia y prontitud en los procesos de elección de segundo grado - 16 de enero de 2026

57	 Informe Final de la Misión Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA) para el proceso de elección de jueces 
de la Corte Suprema de Justicia, las Cortes de Apelación y otros tribunales de igual categoría

58	 Informe del Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Leandro Despouy, misión a Guatemala 
2009, Documento de la ONU A/HRC/11/41/add.3, 1 de octubre de 2009, página 11, párrafo 43.

59	 Informe Final de la Misión Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA) para el proceso de elección de jueces 
de la Corte Suprema de Justicia, las Cortes de Apelación y otros tribunales de igual categoría

60	 Ley de Comisiones de Postulación, artículo 12

61	 Ley de Comisiones de Postulación, artículo 12

62	 Informe Preliminar de la Misión Especial de Observación para el proceso de elección de jueces de la Corte Suprema de Jus-
ticia, las Cortes de Apelaciones y otros Tribunales de igual categoría - 18 de septiembre de 2024
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5.	 Personas con un fuerte compromiso con los principios democráticos, el estado de 
derecho y la protección de los derechos humanos.63 

6.	 Formación jurídica sólida y experiencia comprobada. 

7.	 Compromiso probado con la promoción o defensa de los derechos humanos.

Cualidades adicionales para titular de la Fiscalía General de la República:

8.	 Excelente conocimiento del Sistema de Justicia Penal64.

9.	 Excelente conocimiento de los desafíos que enfrenta el Sistema de Justicia Penal65

10.	 Capacidad para interpretar y razonar jurídicamente a partir de casos concretos.

11.	 Conocimiento de la organización y manejo del despacho fiscal.

E.	 Perfiles no recomendados

1.	 Personas que tengan una sanción internacional.

2.	 Personas que tengan antecedentes penales o estén asociados a casos de corrupción 
o tráfico de influencias…”66

3.	 Personas que tengan investigaciones abiertas por corrupción u otros delitos afines, 
que no sean producto de estrategias de criminalización por motivos espurios.

4.	 Personas que hayan actuado en contravención con valores democráticos.

5.	 Personas que hayan actuado en contravención a los derechos humanos.

6.	 Personas que hayan criminalizado.

7.	 Personas que hayan ocupado una magistratura en la Corte de Constitucionalidad o en 
la Corte Suprema de Justicia, o bien, la Fiscalía General de la República en el periodo 
inmediato anterior. 

8.	 Comisiones de postulación: no haber sido sancionado por el tribunal de honor del 
colegio profesional.

63	 Informe Preliminar de la Misión Especial de Observación para el proceso de elección de jueces de la Corte Suprema de Jus-
ticia, las Cortes de Apelaciones y otros Tribunales de igual categoría - 18 de septiembre de 2024

64	 Estándares Internacionales sobre la autonomía de las y los fiscales. Fundación para la Justicia y otros. Vid en: https://www.
fundacionjusticia.org/wp-content/uploads/2017/09/estandares_fiscales_diagramacion_v3.pdf 

65	 Ibid.

66	 Informe Preliminar de la Misión Especial de Observación para el proceso de elección de jueces de la Corte Suprema de Jus-
ticia, las Cortes de Apelaciones y otros Tribunales de igual categoría - 18 de septiembre de 2024

https://www.fundacionjusticia.org/wp-content/uploads/2017/09/estandares_fiscales_diagramacion_v3.pdf
https://www.fundacionjusticia.org/wp-content/uploads/2017/09/estandares_fiscales_diagramacion_v3.pdf
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II.	 Cronología de los procesos de selección de cargos

A.	 Magistrados/as de la Corte de Constitucionalidad (Corte de 
Constitucionalidad)

a)	 Presidente de la República en Consejo de Ministros

￼
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b)	 Congreso de la República

￼
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c)	 Corte Suprema de Justicia

￼
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d)	 Consejo Superior Universitario de la Universidad de San Carlos de Guatemala

￼
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e)	 Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala

￼
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B.	 Fiscal General de la República y Jefe/a del Ministerio Público

￼
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III.	Pronunciamientos y comunicaciones del PEI-GT con relación 
al desarrollo de los procesos de selección de cargos

A.	 Panel de personas expertas independientes observará la elección de Fiscal 
General y Corte de Constitucionalidad de Guatemala - 4 de noviembre de 
2025

1.	 En 2026, el PEI-GT amplió su alcance para observar las designaciones de la Fiscalía 
General y la Corte de Constitucionalidad.

2.	 El panel anunció que observaría todas las etapas de ambos procesos, desde la convo-
catoria hasta la designación final, evaluando el compromiso de las instituciones con 
la normativa nacional y con los estándares internacionales de derechos humanos. A 
partir de esta observación, generará información pública, promoverá la participación 
ciudadana informada y emitirá recomendaciones a los órganos nacionales competen-
tes, contribuyendo a que las decisiones se tomen con transparencia y objetividad.

B.	 PEI-GT celebra participación en las elecciones del Colegio de Abogados y 
Notarios de Guatemala e insta a replicar la transparencia e interés en las 
elecciones de Ministerio Público y Corte de Constitucionalidad - 7 de enero 
de 2026

1.	 El Panel de Personas Expertas Independientes de Guatemala (PEI-GT) valoró positi-
vamente la alta participación y el interés mostrado por los agremiados del Colegio 
de Abogados y Notarios de Guatemala en la primera vuelta de las elecciones de sus 
representantes ante la Comisión de Postulación del Tribunal Supremo Electoral, des-
tacando además la transparencia del proceso electoral desarrollado.

2.	 Resaltó que lo ocurrido en esta elección demuestra que sí es posible llevar a cabo 
procesos democráticos transparentes, en los que se elijan personas idóneas para 
ocupar cargos públicos relevantes, reafirmando lo señalado por el Panel desde su 
primera visita.

3.	 El Panel enfatizó que la participación desde las bases y de la ciudadanía organizada es 
un elemento clave para la recuperación de las instituciones de justicia en Guatemala.

4.	 La democracia demanda que todas y todos los guatemaltecos se involucren en las 
decisiones más importantes del país.

5.	 Se consideró importante que la experiencia positiva de la primera vuelta del Colegio 
de Abogados y Notarios de Guatemala inspirara la segunda vuelta electoral prevista 
para el 13 de enero y sirviera como referente para promover una participación activa 
en los procesos de elección del Ministerio Público y la Corte de Constitucionalidad.

6.	 Se enfatizó la necesidad de que personas altamente capacitadas y con perfiles idó-
neos se postulen para ocupar cargos clave en el sistema de justicia.

https://panelaltascortesgt.org/panel-de-personas-expertas-independientes-observara-la-eleccion-de-fiscal-general-y-corte-de-constitucionalidad-de-guatemala/
https://panelaltascortesgt.org/panel-de-personas-expertas-independientes-observara-la-eleccion-de-fiscal-general-y-corte-de-constitucionalidad-de-guatemala/
https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-celebra-participacion-en-las-elecciones-del-cang-e-insta-a-replicar-la-transparencia-e-interes-en-las-elecciones-de-mp-y-cc/
https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-celebra-participacion-en-las-elecciones-del-cang-e-insta-a-replicar-la-transparencia-e-interes-en-las-elecciones-de-mp-y-cc/
https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-celebra-participacion-en-las-elecciones-del-cang-e-insta-a-replicar-la-transparencia-e-interes-en-las-elecciones-de-mp-y-cc/
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7.	 Se señaló que es también crucial que la ciudadanía organizada exija con fuerza que, 
del mismo modo transparente, público y con criterio de mérito, se renueve el Consejo 
Superior Universitario de la Universidad de San Carlos de Guatemala.

C.	 Un paso al frente por la democracia: PEI-GT exhorta a profesionales 
idóneos a postularse para la Corte de Constitucionalidad - 13 de enero de 
2026

1.	 Guatemala necesita una Corte de Constitucionalidad independiente y de alta calidad 
técnica, que proteja los derechos de las personas, al defender la constitución y la de-
mocracia. Para que eso ocurra, la Corte de Constitucionalidad debe ser integrada por 
profesionales íntegros y de excelencia. 

2.	 El 15 de enero el Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala recibirá los expedien-
tes para la elección de magistrados y magistradas representantes del gremio.

3.	 El PEI-GT llamó a los abogados y abogadas que cumplen con las calidades de honora-
bilidad, capacidad e idoneidad a dar un paso adelante y postularse.

D.	 Preocupación por posibles irregularidades en la Universidad de San 
Carlos de Guatemala en la elección de magistrados de la Corte de 
Constitucionalidad - 26 de enero de 2026

1.	 Se denunció la persistencia de graves irregularidades en la integración del Consejo 
Superior Universitario. La permanencia de personas con mandatos vencidos, la falta 
de convocatoria a elecciones para renovar el Consejo y el bloqueo a la toma de pose-
sión de representantes legítimamente electos vulneran y defraudan las normas inter-
nas de la Universidad.

1.1.	Cualquier decisión adoptada por un órgano integrado de forma anómala —inclui-
da la designación de magistrados— es ilegítima, atenta contra la institucionalidad 
democrática y corre el riesgo de ser declarada nula.

2.	 La falta de respeto a los principios democráticos dentro de la Universidad agrava el 
riesgo institucional, por lo que se consideró indispensable:

2.1.	Permitir la toma de posesión de autoridades ya electas por colegios profesionales 
y otras entidades.

2.2.	Avanzar en la renovación de decanaturas y otras autoridades con mandatos ven-
cidos que actualmente inciden en la elección.

3.	 Se advirtió que la designación de magistraturas no debía recaer en perfiles que carez-
can de honorabilidad, y se expresó preocupación de que un Consejo Superior Univer-
sitario irregular pueda derivar en la elección de personas no idóneas para el cargo.

https://panelaltascortesgt.org/un-paso-al-frente-por-la-democracia-pei-gt-exhorta-a-profesionales-idoneos-a-postularse-para-la-corte-de-constitucionalidad/
https://panelaltascortesgt.org/un-paso-al-frente-por-la-democracia-pei-gt-exhorta-a-profesionales-idoneos-a-postularse-para-la-corte-de-constitucionalidad/
https://panelaltascortesgt.org/preocupacion-por-posibles-irregularidades-en-la-usac-en-la-eleccion-de-magistrados-de-la-corte-de-constitucionalidad/
https://panelaltascortesgt.org/preocupacion-por-posibles-irregularidades-en-la-usac-en-la-eleccion-de-magistrados-de-la-corte-de-constitucionalidad/
https://panelaltascortesgt.org/preocupacion-por-posibles-irregularidades-en-la-usac-en-la-eleccion-de-magistrados-de-la-corte-de-constitucionalidad/
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4.	 Se estableció que no deben ser consideradas candidatas personas:

4.1.	 Con sanciones internacionales.

4.2.	 Que hayan criminalizado a defensores de derechos humanos.

4.3.	 Que hayan actuado en contra de principios democráticos o del orden jurídico.

5.	 Se enfatizó que las personas designadas deben contar con:

5.1.	 Experiencia probada, honorabilidad incuestionable, independencia e idoneidad.

5.2.	 Capacidad de garantizar el respeto al orden jurídico nacional e internacional, la 
independencia judicial y los valores democráticos.

6.	 El Panel instó al Consejo Superior Universitario a actuar conforme a la ley y, en ese 
sentido, a:

6.1.	 Permitir la toma de posesión inmediata de representantes legítimos.

6.2.	 Realizar las convocatorias necesarias para elecciones pendientes conforme a la 
normativa.

6.3.	 Respetar el principio de temporalidad y renovación de cargos.

6.4.	 Revisar y regularizar actos y normas adoptadas por órganos con integración irre-
gular.

6.5.	 Garantizar que el proceso de elección de magistrados se ajuste a estándares in-
ternacionales.

7.	 Se señaló que el proceso de elección debía asegurar: 

7.1.	 Convocatoria pública con tiempo suficiente y condiciones de igualdad.

7.2.	 Participación de sociedad civil y medios de comunicación en todas las etapas.

7.3.	 Transparencia y publicidad, con reglas claras, plazos definidos y mecanismos 
para presentar tachas.

7.4.	 Votación conforme a estándares internacionales y buenas prácticas previas del 
Consejo Superior Universitario (2011, 2016 y 2021).

7.5.	 Decisiones debidamente motivadas, fundamentadas en méritos y en razones ex-
plícitas de cada voto.

8.	 Se subrayó que la Universidad de San Carlos tiene una responsabilidad legal y moral 
no solo frente a su comunidad, sino frente a toda la ciudadanía, y que la actuación 
irregular del Consejo Superior Universitario compromete su honorabilidad institu-
cional.

9.	 Se enfatizó que la legitimidad ética de la Universidad depende de que sus autoridades 
actúen conforme a la ley y principios democráticos, siendo su conducta el principal 
ejemplo formativo para el estudiantado.
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10.	 El Panel hizo un llamado a la comunidad universitaria —estudiantes y académicos— a 
exigir el respeto a la democracia interna y a defender la institucionalidad universitaria.

11.	 Se extendió el llamado a la ciudadanía guatemalteca a exigir instituciones éticas, pro-
bas y libres de corrupción, comprometidas con la legalidad, la democracia y la justicia.

12.	 Se reafirmó que Guatemala requiere instituciones educativas con conducción ética 
incuestionable, e invita a la población a defender activamente sus instituciones.

E.	 PEI-GT alerta sobre estrategia judicial maliciosa para excluir a ciencias 
afines de la elección de magistraturas de la Corte de Constitucionalidad 
por el Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala - 3 de febrero de 2026

1.	 El Panel observó con extrema preocupación la resolución de la Sala Sexta de lo Con-
tencioso Administrativo, que ordenó modificar la convocatoria de asamblea general 
del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala para la elección de una magistra-
tura titular y una suplente de la Corte de Constitucionalidad, teniendo como efecto la 
exclusión de las y los colegiados de las ciencias afines. 

2.	 La resolución se fundamentó en una interpretación considerada equívoca e irrazona-
ble de la Constitución, lo que implica:

2.1.	 Violación al derecho al voto de las personas de ciencias afines, quienes histórica-
mente han participado en estos procesos.

2.2.	 Afectación al derecho de la ciudadanía a contar con autoridades electas median-
te procesos íntegros, transparentes y conforme a derecho.

2.3.	 Impacto negativo en la confianza pública en las instituciones y procesos demo-
cráticos.

3.	 La exclusión de las ciencias afines constituye un grave precedente institucional, al 
alterar las reglas de un proceso electoral ya iniciado, lo cual resulta particularmente 
problemático en procesos de alta relevancia como la elección de magistraturas de la 
Corte de Constitucionalidad.

4.	 El Panel consideró inaceptable que, mediante una acción de amparo —diseñada para 
proteger derechos— se pretenda modificar las reglas del proceso “a mitad de cami-
no”, desnaturalizando su finalidad. Se señaló que:

4.1.	 Existían mecanismos legales oportunos para impugnar la convocatoria.

4.2.	 Al no haberse utilizado en tiempo, y habiendo precluido el derecho, el recurso de 
amparo se presenta posteriormente como una vía para reabrir una cuestión ya 
cerrada.

4.3.	 Esto configura un uso malicioso e improcedente del amparo para alterar el pro-
ceso electoral.

https://panelaltascortesgt.org/alerta-estrategia-judicial-maliciosa-para-excluir-eleccion-de-magistraturas-cc-cang/
https://panelaltascortesgt.org/alerta-estrategia-judicial-maliciosa-para-excluir-eleccion-de-magistraturas-cc-cang/
https://panelaltascortesgt.org/alerta-estrategia-judicial-maliciosa-para-excluir-eleccion-de-magistraturas-cc-cang/
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5.	 Resultó especialmente alarmante la información difundida por medios de comunica-
ción sobre posibles conflictos de interés, en tanto dos magistradas que firmaron la 
resolución tendrían vínculos cercanos con una agrupación gremial que impulsa candi-
daturas.

5.1.	 De confirmarse, esto constituiría una grave afectación a la independencia judicial.

5.2.	 La decisión quedaría comprometida por parcialidad, afectando su legitimidad 
más allá de sus debilidades jurídicas.

6.	 El Panel hizo un llamado a la Corte de Constitucionalidad para que, en caso de conocer 
estos asuntos:

6.1.	 Actuara con urgencia y profundidad.

6.2.	 Garantizara el derecho al voto y a la participación de todos los integrantes de la 
Asamblea del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala.

7.	 Se instó a los miembros del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala, indepen-
dientemente de su ámbito profesional, a:

7.1.	 Actuar con rectitud, honradez e integridad.

7.2.	 Defender las normas vigentes y el universo de electores históricamente recono-
cido.

7.3.	 Resistir prácticas que impliquen abusos o corrupción en el ejercicio profesional.

8.	 Se enfatizó que el respeto al padrón electoral y a las reglas establecidas constituye la 
base de una decisión soberana y democrática del Colegio, al que la Constitución ha 
encomendado la elección de magistraturas de la Corte de Constitucionalidad.

9.	 Finalmente, se recordó que estos procesos son fundamentales para asegurar la exis-
tencia de un órgano jurisdiccional que garantice el derecho al voto, la independencia 
judicial y el Estado de derecho y la democracia en Guatemala.

F.	 Injerencia del Ministerio Público pone en riesgo la integridad del proceso 
electoral a magistrados de Corte de Constitucionalidad en el Colegio de 
Abogados y Notarios de Guatemala - 12 de febrero de 2026

1.	 El Panel tuvo noticias sobre la presencia del Ministerio Público en las dos sedes donde 
se llevan a cabo las elecciones del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala en 
la Ciudad de Guatemala. Hasta el momento, las autoridades no habían informado pú-
blicamente el fundamento de dichas diligencias, sin embargo, consideramos que su 
presencia es una forma de intimidación para quienes acuden a votar.

2.	 Se expresó un enfático rechazo al actuar irregular o desproporcionado por parte del 
Ministerio Público.

https://panelaltascortesgt.org/injerencia-del-mp-pone-en-riesgo-la-integridad-del-proceso-electoral-a-magistrados-de-cc-en-el-cang/
https://panelaltascortesgt.org/injerencia-del-mp-pone-en-riesgo-la-integridad-del-proceso-electoral-a-magistrados-de-cc-en-el-cang/
https://panelaltascortesgt.org/injerencia-del-mp-pone-en-riesgo-la-integridad-del-proceso-electoral-a-magistrados-de-cc-en-el-cang/
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3.	 De acuerdo con los estándares internacionales, las votaciones deberán llevarse a cabo 
de manera pacífica, libre y transparente y sin ningún tipo de coacción, interferencia, 
amenaza, intimidación o uso arbitrario del poder.

4.	 Las elecciones no serán libres si existen injerencias externas indebidas y si la presen-
cia del Ministerio Público tiene un efecto amedrentador, disuasivo y dirigido a sembrar 
temor en las y los votantes. Cualquier allanamiento o detención ilegal en los centros 
de votación, se consideraría una injerencia indebida en el proceso de elección de una 
persona para la magistratura titular y suplente de la Corte de Constitucionalidad.

5.	 Este tipo de prácticas es una afrenta intolerable al Estado de derecho y la democracia, 
ya que se estarían violando las condiciones elementales que según estándares inter-
nacionales deben concurrir en todo acto democrático de elección.

6.	 En su informe preliminar este Panel manifestó su preocupación porque el efecto cri-
minalizante del Ministerio Público —con el aval de ciertos actores del Poder Judicial— 
está siendo un factor que interfiere en los procesos de selección para la Corte de 
Constitucionalidad y el Ministerio Público al igual que ha ocurrido en elecciones pasa-
das. El Ministerio Público no debe instrumentalizar sus funciones a favor de intereses 
corruptos o antidemocráticos.

7.	 Se instó a la ciudadanía guatemalteca, prensa independiente, observadores y orga-
nismos internacionales a dar seguimiento inmediato a estas actuaciones en un pro-
ceso clave para la democracia en Guatemala y la renovación de la Corte de Constitu-
cionalidad. A la actual Corte de Constitucionalidad, que en el marco del artículo 268 
de la Constitución, adopte con la prontitud requerida, las medidas necesarias para 
salvaguardar el orden democrático y la legalidad del proceso electoral. A las y los 
abogados, a que recuperen las instituciones de su país saliendo a votar. El futuro de 
Guatemala está en sus manos.

G.	 PEI-GT envía recomendaciones a autoridades del Congreso, Corte Suprema 
de Justicia y el Ejecutivo a pocos días de la elección de sus magistrados 
ante la Corte de Constitucionalidad - 2 de marzo de 2026

1.	 El Panel remitió una carta individual al Presidente del Congreso, Luis Alberto Con-
treras Colindres, a la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia y de la Comisión de 
Postulación de Fiscal General, Claudia Lucrecia Paredes Castañeda, y al Presidente de 
la República, César Bernardo Arévalo de León67. 

2.	 En cada comunicación individual se recordaron las consideraciones mínimas que deben 
prevalecer en estos nombramientos a cargo de cada autoridad, basadas en los más al-
tos estándares internacionales y antecedentes de buenas prácticas en otros países.

67	 Dentro del texto del comunicado, accesible por el hipervínculo colocado en el título, se encuentran enlaces para acceder a 
cada una de las cartas.

https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-envia-recomendaciones-a-autoridades-del-congreso-csj-y-el-ejecutivo-a-pocos-dias-de-la-eleccion-de-sus-magistrados-ante-la-cc/
https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-envia-recomendaciones-a-autoridades-del-congreso-csj-y-el-ejecutivo-a-pocos-dias-de-la-eleccion-de-sus-magistrados-ante-la-cc/
https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-envia-recomendaciones-a-autoridades-del-congreso-csj-y-el-ejecutivo-a-pocos-dias-de-la-eleccion-de-sus-magistrados-ante-la-cc/
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3.	 Dichas recomendaciones enfatizaron estos puntos principales: 

3.1.	 El perfil idóneo que debe privilegiarse en la evaluación y selección final de las 
y los candidatos, debe estar basado en principios mínimos como el goce de in-
dependencia respecto de los poderes fácticos, calidad ética, comprobable ho-
norabilidad, vocación de servicio, compromiso con los principios democráticos, 
formación jurídica sólida, entre otras cualidades. 

3.2.	 No se recomiendan perfiles de personas con sanciones internacionales, personas 
que hayan actuado en contra de los valores democráticos, personas que hayan 
actuado en contra de los derechos humanos, personas que hayan criminalizado, 
entre otras. 

3.3.	 Se debe garantizar la transparencia, publicidad y participación ciudadana en la 
selección de autoridades.

3.4.	 No se logrará una renovación en las estructuras de la Corte de Constitucionalidad 
y Ministerio Público, si las personas que ya ocupan otro cargo similar o en los 
otros órganos de justicia y persecución penal son seleccionadas.

H.	 PEI-GT expresa su preocupación por amparos maliciosos que buscan 
pervertir los procesos de elección de Corte de Constitucionalidad y 
Ministerio Público - 11 de marzo de 2026

1.	 Se expresó preocupación por una serie de amparos maliciosos que están enfocados 
en pervertir estos procesos. A través de los medios de comunicación, se tuvo conoci-
miento de los siguientes casos: 

1.1.	 Un amparo que buscaba revisar la votación realizada por la Asamblea del Colegio 
de Abogados y Notarios de Guatemala en febrero para elegir magistraturas de 
la Corte de Constitucionalidad, pese a que este proceso se desarrolló de manera 
intachable, incluso en condiciones adversas como:

1.1.1.	 Cambio en el padrón electoral.

1.1.2.	 Presencia de personal del Ministerio Público en centros de votación.

1.1.3.	 Corte de energía eléctrica durante el conteo final.

1.2.	 Otro caso relevante es el amparo que pretende revertir la selección de magistra-
turas realizada por el Consejo Superior Universitario de la Universidad de San 
Carlos de Guatemala:

1.2.1.	 Aunque inicialmente no fue admitido, la Corte de Constitucionalidad orde-
nó su tramitación, abriendo la posibilidad de repetir el proceso.

1.2.2.	 Se señaló un posible conflicto de interés de la Presidenta de la Corte de 
Constitucionalidad, Leyla Lemus, quien fue candidata a la reelección en ese 
mismo proceso.

https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-expresa-su-preocupacion-por-amparos-maliciosos-que-buscan-pervertir-los-procesos-de-eleccion-de-cc-y-mp/
https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-expresa-su-preocupacion-por-amparos-maliciosos-que-buscan-pervertir-los-procesos-de-eleccion-de-cc-y-mp/
https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-expresa-su-preocupacion-por-amparos-maliciosos-que-buscan-pervertir-los-procesos-de-eleccion-de-cc-y-mp/
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1.2.3.	 De acuerdo con análisis públicos, una eventual repetición podría favorecerle, 
lo que configura una situación en la que no puede actuar como “juez y parte”.

1.3.	 También se ha presentado un amparo ante la Corte de Constitucionalidad que 
busca que la Comisión de Postulación para Fiscal General excluya a aspirantes 
que no hayan cumplido un periodo completo como magistrados de Corte de 
Apelaciones o tribunales colegiados. Esta interpretación restrictiva tendría como 
efecto excluir a jueces y juezas de primera instancia y otros perfiles, reduciendo 
la diversidad de candidaturas.

2.	 Los órganos judiciales y la Corte de Constitucionalidad tienen el deber de cuidar a 
estos procesos de su perversión mediante amparos maliciosos. 

3.	 Si bien se reconoció que los amparos debían seguir su trámite legal, se advirtió que 
en Guatemala esta figura ha sido utilizada de manera desviada, a diferencia de su 
propósito tradicional en América Latina de proteger derechos humanos. Esta práctica 
no es sostenible para ninguna democracia. Las cortes y el Poder Judicial deben ser el 
escudo y resguardo de la legalidad y los derechos de las y los guatemaltecos. 

4.	 El Panel alertó que la continuidad de estas prácticas puede facilitar la cooptación de 
la Corte de Constitucionalidad y del Ministerio Público, permitiendo la designación 
de personas que no cumplen con estándares mínimos de honorabilidad, probidad y 
excelencia.

5.	 Se advirtió que el deterioro de estos procesos puede generar retrocesos en la demo-
cracia y en la protección de derechos, con implicaciones incluso para la integridad de 
futuras elecciones, incluyendo las presidenciales y parlamentarias de 2027.

I.	 PEI-GT envía recomendaciones a la Comisión de Postulación para asegurar 
la integridad de la selección de Fiscal General - 6 de abril de 2026

1.	 Guatemala enfrenta una grave y persistente tradición de impunidad frente al crimen 
organizado y la corrupción, evidenciada en que el Ministerio Público reporta solo un 
6% de judicialización de los casos bajo investigación, lo cual se considera insostenible.

2.	 La violencia en las comunidades, el avance del crimen organizado y la corrupción es-
tán directamente vinculados con la actuación o inacción de quienes han dirigido el 
Ministerio Público.

3.	 El fortalecimiento de la Fiscalía General de la República depende de que la Comisión 
de Postulación realice un proceso riguroso y de alta calidad para definir la lista de seis 
candidatos a Fiscal General.

4.	 En ese sentido, el Panel expuso y envió a la Comisión de Postulación dos documentos 
guía que puntualizan: 

4.1.	 Las características mínimas del perfil del próximo Fiscal General.

https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-envia-recomendaciones-a-la-comision-de-postulacion-para-asegurar-la-integridad-de-la-seleccion-de-fiscal-general/
https://panelaltascortesgt.org/pei-gt-envia-recomendaciones-a-la-comision-de-postulacion-para-asegurar-la-integridad-de-la-seleccion-de-fiscal-general/
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4.2.	 Los estándares mínimos del proceso para garantizar integridad y transparencia 
en la selección.

5.	 Entre las características esenciales que deben cumplir las personas candidatas a inte-
grar la nómina de seis aspirantes destacan:

5.1.	 Independencia frente a poderes fácticos.

5.2.	 Calidad ética comprobada (honorabilidad, rectitud, imparcialidad).

5.3.	 Vocación de servicio, liderazgo e integridad.

5.4.	 Trayectoria intachable y sin cuestionamientos.

5.5.	 Ausencia de conflictos de interés.

5.6.	 Compromiso con la democracia, el Estado de derecho y los derechos humanos.

5.7.	 Formación jurídica sólida y capacidad de razonamiento jurídico.

5.8.	 Conocimiento profundo del sistema de justicia penal y sus desafíos en Guatemala.

5.9.	 Capacidad estratégica para enfrentar criminalidad, corrupción e impunidad.

5.10.	Conocimiento de la gestión institucional del Ministerio Público.

5.11.	Habilidades de liderazgo, planificación, administración y manejo de tecnologías 
(incluyendo TICs e inteligencia artificial).

6.	 Se enfatizó la importancia de incluir perfiles provenientes de grupos históricamente 
marginados en los espacios de toma de decisión pública.

7.	 El Panel también definió perfiles no recomendables, señalando que no deberían ser 
considerados:

7.1.	 Personas que tengan una sanción internacional. 

7.2.	 Personas que hayan sido o sean sujetos de investigaciones penales —con evi-
dencia sólida y no producto de criminalización— y sanciones penales por casos 
vinculados a delitos como corrupción, tráfico de influencias, delincuencia organi-
zada, violencia contra las mujeres y violencia sexual, entre otros. 

7.3.	 Personas que hayan actuado en contravención de los valores democráticos o de 
los derechos humanos. 

7.4.	 Personas que hayan criminalizado a defensores de derechos humanos, periodis-
tas y operadores de justicia independientes, entre otros. 

7.5.	 Personas que ya hayan ocupado cargos en altas cortes o la Fiscalía General (re-
chazo a la reelección o rotación).

7.6.	 Personas que tengan sanciones por el Tribunal de Honor del Colegio Profesional. 
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8.	 En cuanto al proceso de selección, el Panel recomendó garantizar principios mínimos 
esenciales:

8.1.	 Transparencia y publicidad. 

8.2.	 Participación ciudadana. 

8.3.	 Declaración pública, previa y detallada de conflictos de interés por parte de inte-
grantes de comisiones de postulación y órganos electores. 

8.4.	 Entrevista pública donde se pueda analizar al menos, los puntos que el PEI-GT ha 
dado a conocer como los mínimos para el perfil de la o él Fiscal General. 

8.5.	 Reglas claras y aplicables de inhibición, recusación y sustitución, cuando exista 
interés directo, indirecto o potencial. 

8.6.	 Espacios para que medios, sociedad civil y autoridades indígenas puedan formu-
lar preguntas a los candidatos.

8.7.	 Igualdad de condiciones para todas las personas participantes.

9.	 Se señaló que la Comisión de Postulación tiene en sus manos el futuro del sistema de la 
justicia, y las posibilidades de poner freno a la impunidad y la violencia en Guatemala.

10.	 Finalmente, se hizo un llamado a la ciudadanía a exigir el cumplimiento de estos es-
tándares, observar activamente el proceso de selección y participar en la defensa de 
un sistema de justicia independiente y efectivo.



Informe final del PEI-GT sobre elecciones de Fiscal General y Corte de Constitucionalidad: desafíos y propuestas para reforzar la justicia en Guatemala

59


	Presentación
	Antecedentes
	I.	Marco regulatorio básico
	II.	Contexto institucional durante el último período

	Algunos hallazgos y 
retos para superar
	I.	Interpretación desmedida y aplicación sesgada de un marco regulatorio insuficiente 
	II.	La captura y politización de las Comisiones de Postulación    
	III.	Falencias notables en los instrumentos y en la estrategia implementados para la evaluación de los postulantes
	IV.	Comisiones paralelas y déficits estructurales 
	V.	Malas prácticas para lograr la renovación de las personas en las instituciones 
	VI.	Debilidades en los procesos de designación de magistrados de la Corte de Constitucionalidad
	VII.	Debilidades en evaluación de perfiles dentro del proceso de selección de Fiscal General de la República 
	VIII.	Consecuencias de las prácticas de criminalización y correlativo debilitamiento del Estado de derecho
	IX.	Uso abusivo y malicioso del amparo y rol de la justicia constitucional
	X.	Crisis en la institucionalidad universitaria en la Universidad de San Carlos de Guatemala 
	XI.	Conflictos de interés no gestionados
	XII.	Situación de sectores específicos de la población

	Constatación de avances y mejoras en los procesos de selección 
	I.	Creciente conciencia, participación y escrutinio ciudadanas nacional e internacional
	II.	Transparencia del proceso de elección en el Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala
	III.	Publicidad de las sesiones y las entrevistas llevadas a cabo en la Comisión de Postulación de Fiscal General del Ministerio Público
	IV.	Comunicación del Presidente con la ciudadanía sobre procesos de selección y sus criterios de selección
	V.	Negativa judicial y desafío exitoso al intento de criminalización de candidatos 

	Recomendaciones
	I. 	Cultura ciudadana
	II. Prácticas y protocolos institucionales. 
	III. Reforma integral del marco normativo de los procesos de selección de altos cargos en el sector justicia
	IV. Para la comunidad internacional

	Anexos
	I.	Estándares internacionales mínimos aplicables a los procesos de selección de altos cargos en el sector justicia
	II.	Cronología de los procesos de selección de cargos
	III.	Pronunciamientos y comunicaciones del PEI-GT con relación al desarrollo de los procesos de selección de cargos


